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e INTRODUCCION

1.PLANTEO DEL PROBLEMA

Las consecuencias de ia degradacidn ambiental
consistentes en la contaminagién de los acuiferos debido a
las descargas de los pozos }ciegos; las donsiguientes
enfermedades por el consumo de agua contaminada; el
inadecuado. destino final de 1los ;esiduos s6lidos, liguidos
Yy gaseosos; las ;nundaciones; la radicacién de un pﬁmero
importante de industrias sin pre&iamente évaluar el impacto
ambiental que provocarian, el crecimiento explosivo de las
ciudades sin planificacién urbana y los problemas que de
ello se derivan, tales como los danos que provécan la
necesidad de incrementar el transporte publico y la pérdida
de espacios verdes, son algunas de las principales
preocupaciones ambientales.

De las conclusiones y hallazgos arribados en nuestra
investigacidén precedente “El roi del estado | y la
pé£ticipaciéh .ciudadana ante. los problemas ecolégicos”
podemos afirmar que laicontaminacién % lé‘no resolucidén de
muchas probleméticas gmbientaies tienen gque ver con
diferentes grados de responsabilidad del estado, de las

organizaciones no-gubernamentales, de las empresas y de los
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vecinos en geneial. s§n éstoé Gltimos los que muéhas veces
asumen el cuidado del .ambiénte‘ Y, é su vez, se sienten
responsables del deterioro de su habitat.

éodemos afirmar que. la reversiédn de los problemas
ambieﬁtales es tarea de cada integrante del cuerpo social y
de éste en su conjunto, organizadamente. Prueba del nivel
de conciencia de éllo,es que la ciudadania estéd exigiendo

de sus representantes una gestién ambiental clara vy

‘definida que permita enfrentar en forma eflicaz los

problemas ambientales,.y canales expeditos de participacién
en los diferentes é&mbitos en los cuales la comunidad
organizada pueda accionar.

La inaccién de los estados en el tema ambiental dio
como resultado la aparicién de las organizaciones de la

sociedad civil (ONG’s). En varios paises estas se encargan

~de la proteccidén ambiental representandovel sentimiento vy

las necesidades de una parte importante de la poblacidn. La
funcion de éstas deberia ser —entonces- la de controlar al
estado y no reemplazarlo en su quehacer. Los estados, en
cambio, deberian asumir su papel de administradores v

protectores del capital natural de la sociedad .
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La falta de adopcdiéh por barte del estado de pliticas
preventivas estéa intimaméhte "relacionada con el escasd
conocimiento de 1la problemdtica &mbiental para llevar a
cabo una gestidén adecuada.

La gestidn ambientai es el conjunto de acciones
encaminadas a lograr la maxima racionalidad en el proceso
de decisidn relativo a la conservacidén, defensa, proteccidn
y mejora del medio ambiente, basandose eh,una informacidén
coordinada, multidisciplinar y en la“parficipacién de los
ciudadanos. Por esta razdédn es dificil para los espacios
publicos y privados responsables de la gestidén ambiental
encontrar mecanismos que permitan compatibilizar todas las
cuestiones vy todas’las conflictivas que el tema genera.

Por ello se estd planteando un nuevo rol de la
sociedad, de sus organizaciones intermedias y del estado;
ésfe séria ayudar a definir localmente la aplicabilidad de
un modelo de desarrollo sustentable donde lo ecoldégico vy lQ
social constituyan dimensiones de una misma estrategia de
planificacién y las definiciones Politicas garanticen el
acceso a los recursos naturales a toda la poblacidn, vy su

preservacidn para las generaciones futuras.
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Una mayor preocupacién por el problema- ecolégico'
genera presiones scbré ‘el estado para que intervenga vy
promueva la creacién de ‘distintas regulacioﬂes gque en
muchos casos pueden ser e¥ageradamente restrictivas con el
fin de satisfacer las demandas de la ciudadania.

A raiz - de ‘estas aproximaciones enunciadas
precedentemente, la finalidad de nuestra investigacién es
conocer cuéles son 1los ljecanismos de gestién publicos vy
privados desarrollados, .especificamente, en el Partido de

La Matanza.
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PLAN DE INVESTIGACION -

Objetivo general

Identificar los mecanismos de gestién ambiental que pueden

adoptar los diferentes actores sociales en el Partido de La

Matanza.

[N

Objetivos especificos

Deteétar los problemas = ambientales que motivan vy
requieren la intervencidén de los diferentes actores
soclales privados y publicos.
Definir los distintos roles y responsabilidades de 1los
0rganismos de competencia nacional, provincial Yy
municipal en relacidén a la gestidn ambiental.
Conocer los diferentes modos de participacidén social
ante lbs problemas ambientales frente a los organismos
gubernamentales.

Describir los modos de remediacidén de los conflictos

ambientales.
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HiEéteéis

1) Los individuos y grﬁﬁéé al eXperiméntar el deterioro de
su calidad de vida reclamen 14 intervencién de 1los
orgahismos publicos.

2) La superposicidédn de competencia estatales en temas
ambigntales dificulta la gestidén ambiental y la
resolucidén de los conflictos. |

3)Lé escasa informacién y educacién ambiental de los
responsables de la toma de decisién impide articular
estrategias de gestidn adecuadas.

4) La falta de una sistematizacién de los datos aplicables
a un diagnbéstico regional y la falta de divulgacidn de
los mismos constituyen un obstéculo para la adecuada

gestidon ambiental.

Variables
Gestién ambiental - control de gestién - educacidn
ambiental - sistema de informacidén - mecanismos de accidn -
problema ambiental - diagndéstico ambiental - calidad de‘

vida - responsabilidad publica
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Palabras claves

Gestidén - mecanismos —- control - conflicto- participacién -

factores sociales.

~

Metodologia

Se trata de una investigacidén cientifica social de
tipo béasica que pretende comprender 'y describir los
mecanismés de gestién de los organismos'gubernamentales \Y%
la participacién ciudadana ante la problémética ambientai.
Para tal fin nuestra unidad de anédlisis estara constituida
por el anédlisis ‘de las competencias provinciales \%
municipales en materia ambiental v la participacién de los
distintos actores sociales involucrados en la problematica.

Finalmente es necesario indicar gque este trabajb queda
encuadrado dentro de las investigaciones descriptivas gque

medird variables y ademas pretende determinar y analizar

los demés fendémenos gue inciden en la gestidén ambiental.

'EtaEas

Primera etapa

1.- Elaboracién del marco tedrico.
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2.- BAnalisis de proplematicas &mbientales gue impulsan o

requieren la int€rvencién publica o privada.

Duracién: ¢ meses

Segunda etapa

1.- Procesamiento de la informacién, andlisis Y

confrontacién con el marco teérico.

Duracién: 12 meses

Tercera etapa

l.- Redaccién del informe final.

Duracidén: 3 meses

-10-
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PRIVMERA PARTE

POLITICAS AMBIENTALES APLICABLES A LOS PROBLEMAS

SUBYACENTES.

1. ﬁepercusién social de los Problemas Ambientales.

Los problemas ambientales y la forma de gestionarlos han

generado creciente interés vy amplia repercusidn en la

sociedad, tanto en los sectores publicos como privados, Y

especialmente en las entidades intermedias de la sociedad

civil.

En nuestro pals, algﬁnaé éé las manifestaciones mas

importantes de ese interés y repercusidn son:

- La introduccién de la tematica ambiental en las
constituciones provinciales y nacional; la sancidn de
leyes ambientales nacionales y’provinciales, asi como de
ordenanzas -municipales, tanto en lo gque hace a normas
generales del ambiente, como a la regulacidén de
actividades productivas especificas y a evaluaciones de
impacto ambiental de proyectoes.

- La proliferacidédn de organizaciones de la sociedad civil

dedicadas a la defensa de intereses ambientales, a veces

-11-



contrapuestos, - Coho dscciaciones vecinales,
organizaciones ambiéentalistas no gubernamentales, 3%

comisiones que furicionan eh €41 ambito de asociaciones

empresarias creadas para analizar en forma especifica la

problemdtica ambiental desde.ese punto de vista.
Acciones de esas organizaciones, 'como las demandas de
que se desplace una actividad considerada, co:recta o
incorrectamente, como contaminante.

Los diversos ataques vy defensas que sufren algunas

actividades productivas por razones de su impacto

ambiental, como los cultivos de organismos genéticamente
modificados y la elaboracidén de alimentos a partir de
ellos, con los potenciales riesgos al ambiente y a la
salud, vy la proliferacidén de antenas para telefonia
celular, por el riesgo que significa el aumento de las
radiaciohes no ionizantes.

Acciones legales entre particulares. Por ej., vecinos
damnificados por la contaminacién de una empresa, contra
esa empresa; e incluso, contra la instalacidon de una
actividad industrial visualizada como contaminante, por
ej., la planta de cogue de Shell en Dock Sud. Acciones

legales de particulares contra el Estado. Por ej.,
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deﬁandas por inunda&ioneés, pdr Ia contaminacién con gas
cianhidrico en la'thdéd de Avelleneda, por el intento
de instalacidén de la planta de residuos industriales en
diversos puntos del Gran Buenos Aires. Del Estado contra
particulares, por ejemplo de Municipios del AMBA contra
la emprésa contratista pfoveedora del servicio de agua
potable, por la elevacidn de las napas.

La proliferacién -de empresas gque - gestionan la
certificacidon de calidad ambiental, a través de la norma

ISO 14.001, y hacen marketing con ello.

Las restricciones técnicas \% para arancelarias
ambientales en el comercio regional (MERCOSUR) e
internacional.

El medio ambiente a nivel global.

El incremento de la importancia de la temédtica ambiental a

nivel local y nacional, acompandé al que fue adguiriendo a

nivel global.

Algunos de 1los sintomas emergentes més claros de esta.

importancia son las reuniones y acuerdos internacionales,

aun en el caso en que se argumente que tuvieron un rol mas

declarativo y .enunciativo que ejecutivo. Entre las



reuniones. mas signifigati?as, §é destacan la Conferencia de
las Naciones Unidas sopre el ﬁedib Ambiente (CNUMAD/92)
(Junio de 1992, Rio dé Jaheiro), y la Conferencia de las
Naciones Unidas sobre Poblacioén y Desarrollo, (E1 Cairo en
Septiembre/94), y donde uno de los temas principales fué ia
capacidad de la tierra para sustenﬁar poblacién humana.
Entre los acuerdos, se destacan los surgidos de la
CNUMAD/92, la Declaracién de Rio sobre el Medio Ambiente y
el Desarrollo, y la Agenda 21. El Convenio de Basilea sobre
el Transporte Transfronterizo de Desechos Peligrosos; el
Convenio‘de Viena sobre la Proteccidén de la Capa de Ozono,
y el Protocolo de Montreal referido a las Sistancias que
Deterioran la Caba de Ozono (1987); el Convenio sobre el
Comercio de Especies Amenézadas de Flora y Fauna en Peligro
de Extincidén (CITES); el Convenio Marco de Las Naciones
Unidas sobre el Cambio Climético; el Protocolo (anexo)al
Tratado Antéartico éobre Proteccién al Medio Aﬁbiente;.el
Convenio sobre 1la Prbteccién de los Humevdales de interés'
Internacional; el Convenio Sobre Diversidad Biolégica;

entre tantos otros.

-14-



3. Los Problemas Ambieﬁ%éiéé en &l. Pirtido de La Matanza.
La situacién ambiental -én el partido de La Matanza én el
contextc territorial del Area Metropolitana dé Buenos
Aires, es uno de los aspectos mas importantes de la crisis
econémica y social de la regidn.

Los pfoblemas originados en la contaminacién por el
tratamiento inadecuado de los residuos soélidos, liquidos y
gaseosos, de origen industrial, de los servicios de salud,
y de 5rigen domiciliario; especialmente la contaminécién
de los acuiferos con pozos ciegos; el aprovisionamiento de
agua para consumo por una parte importante de la poblaciodon
a partir de esos mismos acuiferos contaminados; 1las
enférmedades- infectoéontagiosas de origen hidrico
consecuentes; la ocupacidén inadecuada del espacio; el
deterioro del habitat por las inundaciones provocadas por
los desbordes de 1los acuiferos superficiales y por ia
elevacién de las napas subterraneas; la decapitacidédn del
suelo agricola para la produccidn de ladrillos; las
tosqueras originadas por la construccidn de autopiétas \Y%
caminos; el deterioro de la callidad del ambiente urbano

por leos impactos provocados por el transporte, el ruido,
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la contaminacién visual; -y los espacios verdes vy el
arbolado publico escas®$ .y detérigrados; asi como la falta
de aprovechamiento de algunos réciirsos, generan deterioro

de la calidad de vida de la poblacidén involucrada, a la

vez que pérdida de oportunidades de generaciédn de

ocupacién y desarrollo que podria brindar la incorporacidn

integrada del ambiente a .los procesos soclales y

. productivos.

Los problemas ambientales tienen caracteristicas dque son
pfopias, dado que cada uno, en general, tilene su origen en
multiples causas y producen multiples consecuencias.

La necesidad de profesionales capacitados aparece.en los

sectores publico, privado y de la sociedad civil, tanto

para estudiar, analizar y prever los . problemas ambientales,

COmoO para encontrar y  aplicar las soluciones
correspondientes.

Las relaciones de los problemas ambientales con sus'causaé
y con las consecuencias gue producen, esté&dn en la mayoria
de los casos mediadas por el tiémpoﬂ por el espacio y por
los procesos naturales y antropicos. Es decir, la causa de
un problema ambiental puede estar en un lado, y la

consecuencia en otro (mediacidén espacial), la causa se

-16-
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. puede generar en un momento détériinado y la consecuencia

‘ ¢
Ed

en otro posterior, mﬁéﬁéé.veééé ¢oi afios décadas siglos vy
milenios de diferencia; y la causa puede desencadenar en un
problema ambiental, luego de pasar pbr varios procesos,
como por ejemplo, la relacidn entre el uso de combustiblés
fésiles y la generacidédn del efecto invernadero. Ademés,
adicionalmente a gque los recursos naturales como-el aire,
el agua % los procesos ecoldgicos esenciales son
propcrcionalmente a su necesidad cada vez mas escasos, no
reunen las caracteristicas de poder ser‘ considerados un
bien econémico. de mercado, dado la imposibilidad dé€
asignarle un valor y un titular.

Estas caracteristicas hacen quelél mercadé no pueda por si
mismo regular las relaciones de produccidén e intercambio de
manera tal de contemplar la reproduccién del ambiente y de
los recursos en el contenidos.

El sector publico nacional, provincial y local requieren,
profesionales capacitados para la elabora;ién, aplicacién y
control de regulaciones que complementen las ineficiencias
del meréado en la prevencién del deterioro ambiental.

Es importante tener en cuenta gque la generacidn de los

problemas ambientales globales, como por ejemplo el efecto

-17-




invernadéro, aunque. impactan en él clima de - todo el
planeta, tienen su origeh eh'léé formas de realizar las

actividades' en el ambito locd&l, V¥V que es alli donde es

necesario promovéf una destién adécuada para revertir las

tehdencias deteriorantes del ambiente.

El sector privado, juntamente con la Vobligacién de

cumplimentar con las normativas ambientalés, se enfrenta

con un aspecto nuevo de la competitividad, tanto a nivel

nacional, como regional (MERCOSUR), e internacional, que

es su relacidén con el entérno que le prbvee de bienes vy
servicios para su actividad pfOéﬁctiva; ademés su relacidn
con el medio ambiente‘ es observada como una forma de
responsabilidad social que afecta cada vez mas su imagen 
ante el pﬁblico consumidor. Estos factores, cada vez mas
considerados como factores econdmicos, hacen que las
corporaciones financieras internacionales, y por extensién
las nacionales, condicionen el otorgamiento de los créditos
a la aprobacidn de evaluaéilones ambientales de los
proyectos.

Las empresas eétén siendo obligadas a ser émbientalmente

cada vez mas eficientes, optimizando el uso de los recursos

-18-



naturales renovables y 1o rencvaBles e internalizando los

= Qo

costos ambientales d& Sis activiHdédes productivas.

Pl

El sector de las rgdnizdciofes no gubernamentales

Q.

1

ambientalistas, ma$ corréctamente denominadas
organizaciones ambientalistas de - la sociedad civil,
requieren de la capacitacidén de sus integrantes para poder
diferenciar mejor las actividades realmente riesgosas de
las que no lo son, y de la manera adecuada de gestionar la
defensa los objetivos de la organizacidn.

Los problemas ambientales desarrollados bajo el titulo
“Los problemas ambientazles en el Partido de La Matanza”
son en fodos los casos padecidos por el sistema social del
partido y en muchos casos tieneh su causa en actividades
desarrolladas localmente. Comoc se expresd también hay
participacién local en la generacién de problemas
ambientales regionales, como la contaminacidén del aire,
delvagua y la elevacidn de las napas y globales, como la
generacidén del efecto inve:nadero y el .deterioro de la
capa de ozono.

Ademés, el partido de La Matanza padece de impactos

ambientales -directos e indirectos de actividades
desarrolladas fuera de su jurisdicciodn como la
-19-
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contaminacién de la& aguias superrficiales y subterraneas,

los efectos del trarstorbe vy fiatzmiento de residuos. de
distinto origen, (Homicilidrios, industriales,
patogénicos), en forma autorizada o clandestina; las
inundaciones por desbordes de los cursos superficiales‘o
por la elevacidén de hapas subterraneas.

La incorporacién de la variables ambientales en la gestidn
publica del desarrollo en general, de _;as empresas en
particular y el n@joramienfo del conocimiento dé gestidn
ambiental por parte de las asociaciones de la sociedad
civil, permitirad el incremento de la calidad ambiental
urbana Y rural;- s&  poterciara la generacidén de
alternativas productivas de bienes y servicios como la
produccidn primaria y secundaria de alimentos organicos,
transportes menos contaminantes ; programas de
recuperacidén y reciclado de residuos, adecuacién de 1los
sistemas productivos de las empresas a las normas
ambientales locales, nacionales, regionaies Yy globales,
aumentando su competitividad.

Este proceso permitird un mayor crecimiento econdmico, la

generacién de ocupacidén én alternativas productivas gque no

220-
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..interesados en- resolverlo,

el -féma*'que?MEEﬁéh;:al'fpfcblema_

‘econdémico posible de .ser resuelto.

‘ma

estan siendo aprovechadas, &4si como el. incremento de la
, i o : . '

calidad de vida en gehéral.
Estas caracteristicas problematicas del ambiente y de las
oportunidades de ‘desarrollo que se pueden genéfar a partir

de su gestidén adecuada son extensibles a otros municipios

del AMBA y de otros'conglbmerados de la Argentina y _de

otros paises. de América Latina.

4. E1 pgobléma.ambientalz Propuestas de accién.

,F:enﬁe  alf;probl¢mé‘:ambientai' encOntramos.7dosi@séctdresﬁ;ﬂ

g,

‘uno, - aquellos estudiosos--sobre -

e wET I L ow o v

como algo “objetivo~que

.- utilizan ‘como propuestas,  -estudios  de investigacién 'y

4xestadiéticés3'éi ﬂféspectb[~queigﬂileﬁédp' a -loS‘;émbitos:_dea

‘poder, ecperan ser aceptados en .algun momento politico-

TEI‘otro'séctOr~muchqfméé*domprometiggybbh el tema es €1l de

aquellos individuos que padecen alguna problematica, que es
vivida ‘por -estos ‘individuos; los' hechos que se ‘desprenden -

de esas situaciones son referidos ‘a su valoracién y sus .

CoEmE - e

-conclusiones.  son.: negativas,.. de = reprobacién  y.:con .gran.

Lo

estar. Por ejemplo ‘al estar - en una situacion. de

*
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en los compromisos- asumidos.

contaminacién, las péersonhas se enirentan con una parte de

‘un problema mayor, que e& el Zhidado general del ambiente.

Dichos sectores 'se encuentran; muchas veces, ‘exigiendo
cambios politicos vy Cientifico—téCnico—juridico&, desde
distintos lugares pero- queriendo alcanzar un mismo fin, la
concientizacién de gque los problemas ambientales nos
afectan a todos.

El tema ecoldégico -es un corte transversal a la .vida en

sociedad porque implica introducirse también, en cuestiones °

inminentemente juridicas -y econémicas, por €llo -dicho

problema debe ser planteado, estructurado de manera que ‘sea

”gubefhaméﬁfﬁl”fyy“ébbiélmehpé””abordablel -Se-“réquieré' de

' principios de .accién ‘voluntarios para lograr ecoeficiencia

Las razones de productividad prevaleéen;§6bré la dignidad

del iqdividuo, evaluadas desde.” 1los comportamientos

contaminantes, -y ‘los 1intereses econdmicos se anteponen .al

bien comun del conjunto de la sociedad.
“Mientras usted ‘se gueda -€n - su casa mirando el .“el gran

hermano”, estéd mirando 'la vida de otros, y mientras  tanto

al “gran. hermano” real ya lo tiene instalado frente a su

casz. Esta ahi en el predio, observando hasta dénde resiste

et
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los resultados gue se .obti

,como_inst;umentb'dewregulaciénwambientalwﬁlos consumid@res$~

" el pueblo. Y cuando golpee su puerta no sera “el sodero de

su vida” sino una multinaciorizal que cambiaré para sSlempre

nuestra vida barrial. Entonces. nosotros tendremos

pedirle permiso a ellos, para salir, para jﬁgar, para
respirar.” Este pérrafoﬂ¥ezé”en el ejemplar N° 5, del aho-
2, ‘del periddico seménal- PUERTQO VERDE, de 1la Cémisién,
Vecinal de Tres de Febrero. |

Por ello, la participacidén de la ciudédania_frente a las

_problematicas que 1la afectan, lograré una mayor
e ' ' ' '

preo¢upaciénipo: eigambiente, generando presiones. sobre el

‘estado para que intervenga y. promueva - la creaciéon -de

distintas regulaciones 'que en muchos casos pueden. parecer

exageradamente restrictivas al momento' de satisfacer las

e e

demandes. - oo T e
La'discusién?ggbiiéa dé'los tgmas ambiéhtéles in¢féménta,la
conciencia.social vy pefmite una'mayor participacién devia
comunidad en‘la'toma-devdecisiones!en'esta maﬁeria.[Si é}en
;a_participéciénlno.és fécil de alcanzar, cuando se logra,

ienéen efectivos. -
3 Sragm o SO

R

En forma creciente ha comenzado a utilizarse la informacion -

'

. de ‘esta manera, reclaman bienes mas acordes con el cuidadoc
. B C Lk . ! .

)
. = ' e
'.-'4?,”.‘?‘«;* ; . _—
- T
-23- E A
e
i

g



del medio ambiente. El catadcter de los datos que se

divulgan puede ser tanto negdtivos (divulgacion de listas

1

de'empzesas contaminantes), com¢ positivos (divulgacidn de
aéciones voluntarias porbparte de empresas para reduéir la
contaminacién). Esto hace que iaS» emﬁresas se vean
expuestas a la presidén de los consumidores y de los grupos
ambientalistasv con lo cual adoptan voluntariamente
actitudes de cuidado_con el ambiente.

~. B ) B

Este sistema sufre de "algunos inconvehientes como el de la

intimamente relacionado con la ;calidad institucional del

organismo encargado de hacerlo. Adem&s,. el estado pierde el

S

de’ 'la conciencia ambiental que terigani los consumidores.:

Frente & los preblemas ambientales contemporaneos,

aparte de - las propuestas vya eﬁunciadas' como toma de

-
(R g

conciencia 'y participacidn " para el logro de cambios

= ecoeficientes, se mantiene siempre vigente la propuesta de

o

, ducacién -sobre el tema para acompafiar los procesos de
B i 8 ) L . ) i o o
- transformacién social y aportar - los' instrumentos para

reproducir vy difundir nuevas formas de pensanmiento

promoviendo . NUEVOS comporiamientos. .Los distintos

. .o . s

credibilidad -de la infdrmacién‘ diVulgadé,» lo~ cual esta

control sgpre el nivel de contaminacién el cual dependera

. 3
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" organismos,

& educacién y 1l& capacitacidén, intentan a través de

2.
m
fort

distintas acciones elaborar v ejecutar estrategias que
contribuyen a la formécién ambiental. Se tiene en cuenta
que los mediés de comunicacién favorecen en gran medida la
sensibilidad de la sociedad con respecto a los problemas
ambientales, pero esto no alcanza pues la simple
informacibén que se transmite no logra una bueha gestidn

ambiental.*Es necesario profundizar la comprensidén acerca

que tienenh €n surcbmpetencia'la’respOnsabilidad

de esta realidad desde sus aspectos.biolégicos,_ecdnémicos,v

y~sociocultura1es; establecer los fundamentos para reforzar .

" uha conciencia -y ética medioambiental; fortalecer la

capacidad cientifica y técnica que permita afrontar las:

probleméticas de mejoramiento vy preservacién del entorno, VY

revisar .criticamente los . esquemas de pensamiento Qque

"subvacen a los actuales modelos de desarrollo.

-

Es imprescindible la estimulacién de los comportamientos
responsables aunando esfuerzos parea construir una nueva
cultura donde todos los ciudadanos se 1integren en su

entorno en calidad de miembros de una comunidad natural, vy

social vy no -comd dominadores del ambiente.

A
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5. Comprendiendo las Politicas ambientales.

"El cambio conceptiual y actitudinal ‘de las instituciones y

de“ las comunidades qUe “en 'izs Ultlmas décadas se viene
proponiendo es muy_profundo y solo sera posible mediante
procesos, due encarados por los diferentes actores
sociales, evolucionen gradualmente hasta producir un éaltd
cualitativo.

La educacién ambiental  sirve para concebir _de una

determinada manera al mundo, sobre ella recae la difusidn y

el trabajo de reconocer los fendémenos de depredacién del

medio natural . vy los desequilibrics sociales que

caracterizan la problematica ambiental contemporénea.»'Se
espera, como resultado de la misma, encontrar las

respuestas alternativas para acompafhar los proceéos de

transformacién social que habran de si no se
_ 5 B _
quiere poner en juego la supervivencia de la especie.

s

wF-

Err =1 é&rea de politice emziental la influencie de le
ciencia ha estimulado el crecimiento de la preocupacién

socizl - en todos los plancs politicos, tanto & nivel

nacicnal como internacional. Pero los avances de la clencia

i

politica no se corresponden todavie con el progresivo

O
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" desgaste y degradacién del ambiente que-se esté-produciendo

e cazsi todaes parses bhajo la creclente presidn de  10s
hombres, la demanda econdémica y las aplicaciones

tecnoiégicas. "Es necesaria una opcién politica para
traducir los descﬁbrimientds de las ciencias ambientales a
Politicas viables. La informacién cientifica, incluso en su
limitado estado actual, estd lejos de sefﬁlplenamente
utilizada en la sdciedad contempofénea.' A.imegos,wque -la
P . -

voluntad politica vy la _racionalidad ecoldgica puedan

provocar la transformacidén necesaria, no por tomarlo como

-t Rk

: L . . ' c R
un tema de moda, ni un hecho circunstancial, 'sino para
. Y L

lograr un futuro sostenible de gran calidad en lo referente

.l azmbiente, y la mejor calidad de vida para los pueblos.

1,as Secretarias de Politicas Embientales tienen ~COmMO:s

cbietivo alentar v desarrollar medildas tendientes a mitigar

i

el impacto ambientzl gue es propic de todo proceso de

crecimiento econdémico -y poblacional. Para eliqwes necesaric

comtzr con la colaboracién de  los  gue  sabén v han
T - - T - p. - N T P - . e
profundizado losg temas, sSigulenac la &iirmaCion de Marigo




1000000900 0000000000000000000000000000000000000000¢

pE

“expertos”y auscilten

S

6. Factores de una politica ambiental efectiva.

En términos generales una politica ambiental deberia
caracterizarse por ser integradora, realista y gradual,
teniendo siempre presente que los desafios que enfrentan

. v j&ﬁ v )

los palses, en particular, aquellos en desarrollo, son: a)
buen uso de los recursos, b) crecimiento, c¢) Politicas
sociales acordes, d)integracién de niveles culturales y e)

superar las peculiaridades institu@onales y burocraticas.

Consideremos también que en los paises subdesarrollados,

t

rebajar sobre Politicas ambientales no es prioritario,
puesto que el ritmo de ‘los problemas mas urgentes 1o marca
lz econcnmie, muyva pesar de lz valéracién gque ggckernantes y
la sociedad en general le otorguen al ambiente.

Los problemas ambientales son reconocidos pcor tdeSJ como

asi tamiién los instrumentos
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el conjuntc de reCcursos necesarios

de restricclones, segun el grado de severidad al momento de

distribuirlos. Es dificil de definir cuales son 1leas
cue enfrentan les econcmies pera disefllar una

Tas necesicadés v aspiraciones de los



politica ambiental; si bien lé féita de voluntad politica y
social para conservar el ecosistema podria interpretarse
como una restriccidn, chhas veces lo que tenémos en
realidad es que el cuidado del ambiente no es objetivo de
politica. Creemos que, en general, a tédos los palses les

interesa tener un ambiente mejor, en particular seria el

- caso de Argentina.

Constituye un caso atipico dentro de los paises
subdesarrollados. Posee una larga tradicién de Politicas
tendientes al cuidado del ambiente, fue el tercer pals en

América -en contar con un Aarea reservada, como son los

pérques nacionales gue datan de 1903.

Concretamente, en un grado variable, toda politicsza
ambiental requiere la presencia de una institucidén publica
capaz de establecer reglas de conductas péra los

contaminadores, monitorear la performance con respecto za

i

‘las mismas y garantizar su cumplimiento. Todo esto tiene

dificultades para concretarse en los paises

subdesarrollados, pues COomo explicébamos, antes se

priorizan aspectos de crecimiento econdémico. También los
organismos de: regulaciédn ambiental e instituciones

complemertarias (judiciales, legislativas y colectoras de



datos) son mucho mas | débiles que en los palses
desarrollados. En este contexto con falta de recursos
técnicos y financieros, encontramos una gran cantidad de
pequefias firmas dificiles de monitorear.
Debemos también mencionar -salvo casos aislados en algunos
municipios- la escasa participacidén de la comunidad.dentro
de las  Politicas ambientales. Un hecho lidado a esta
dificultad eé la falta de Coofdinacién entre el estado, la
comunidad y la éscasa informacidén destinada a orienfar al
ciudadano.
Podriamos concluir con algunos asbectos que se pueden tener
en cuenta para la ecoeficiencia en huestro prals en materia
de Politicas ambientales: i
e Resolver problemas de coordinacidn inter
jurisdiécional.
e Mejorar la eficacia de los organismos de control de la
contaminacién.
. 'Fortalecéf las instancias de informacién ai consumidor
y de participacidn ciudadana.
1 .
o Prindar mayor informacién sobre los resultados de los

programas ambientales.
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SEGUNDA PARTE

EL REGIMEN MUNICIPAL ARGENTINO: DISTRIBUCION DE
COMPETENCIAS ENTRE LA NACION, LAS PROVINCIAS Y LOS

MUNICIPIOS EN MATERIA AMBIENTAL

1. Las competencias provinciales en materia de medio
ambiente.

La ultima década en la wvide juridicea argentina ha traido
nuevas realidades que exigieron la implementacién de
respuestas innovadoras. Dentro de esta problemética, cobra
particular importancia es la facult;d que detentan lés
provincias para reglamentar y ejercer el contralor dentro

i

de su territorio de los establecimlientos que pudieran
§
causar dafio al medio ambiente, en.tanto dicha atribucién se

relaciona con la adecuada gestién del espacio publico v

privado.



auténomaé, se dan sus propias instituciones y se rigen porl
ellas, conforme determinen las autoridades establecidas al
efecto. Sin embargo, tal aserto no puede imponerse en forma
absoluta, negahdo sin mas el pbder de policia a la Nacidn.
Fllo se opondria al propio art. 75 de la Constitucidn
Nacional qué reconocce, en cabeza de la Nacidn, una serie de .
potestades reglamentarias.

Es qﬁe lé distribucidn de competencias en lo atinente al
poder de policia no escapa a la problemética general de 1la
distribﬁcién: de poderes entre nacidédn y provincias: asi
tendremos materias netamente locales, susceptibles de
reglamentacién provincial y otras que escapan a la reserva
expresada en el art. 121 de la Constitucidn Nacional y que
por tanto competen al gobkierno "federal. Y también existén
a@uellas, que por sus peculiaridades, guedaran encuadradas
deﬁtro de las faculfades concurrentes de ambos organos deA

poder.
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3. Pripg%p%p de reserva a favor de las provincias.

Desde 1los primeros tiempos de la wvida republicana se
reconoce "que es un principio de derecho constitucional que
la policia de las provincias estéd a cargo de ios gobiernos
locales,’entendiéndose incldido entre los poderes gue se
han reservado, el de proveer lo conveniente a la seguridad,
salubridad vy moralidad de' sSus Vecinos; 3% ‘que, por
consiguiente pueden dictar’leyes y reglamentos con estos
fines".

Este poder reglamentario provincial, originariameﬂte sdlo
referido a la seguridad, salubridad y moralidad, abre paso
a una concepcidn ﬁucho mas amplia del poder de policia a
partlir de la ségunda década de este siglo, para luego de
cierta -evolucidn quedar definitivamenfte _alineado a 1la
concepcidn broad and plenary del derecho norteamericano.
Pero lo que ‘aqui interesa es recalcar que, en principio, el-
pocder de policia corresponde a cada provincia dentro de su

territorio: se trata de una facultad que éstas se

-34.



reservaron al . constituir la union nacional.

Excepéionalmente, corresponderd el poder de policia a 1la
Nacioén cuando ésta ejercite atribuciones que la
Constitucidén le otorga expresa o implicitamente, o cuando
el ejercicio de idénticas atribuciones por las provincias
resulta incompatible con igual ejercicio por parte de 1la
Nacidn.

Asi, por ejemplo, se ha reconocido gque pueden las
provincias reglamentar los requisitos exigibles a 1los
directores técnicos de establecimientos vitivinicolés gue
desarrollen actividades dentro de su territorio, que
cuentan con facultades para reglar y limitar el ejercicio
de las profesiones por causa de utilidad general, crear y
organizar_autoridades con jurisdiccidn para conocer -de las
cuestiones que refieren _al trabajo, incluso aplicando
penalidades. También en atencidn a la potestéd de las pro¥A

vincias de legislar sobre policia, se les ha permitido




dictar normas sobre falta y contravenciones en la medida en

que no se produzca conflicto con las leyes nacionales.

4. La delegacidn de éompetencias a la Nacién.
Cabe'preguntarse ahora ;uéles son. 1os pun?os o las materias.
del poder de policia que escapan al prinéipio general de
reserva, es decir, que han sido delegados a la Nacidén. No
pretendemos enumerar agqui exhaustivamente cada una de las
competencias cedidas por las provincias a la Nacidn; ello
seria una tarealbien dificil, sobre todd si se tiene en
cuenta . que 'nuestro sistema constitucional admite la
existencia de la llamada "delegacidén implicita" a favor de
la Nacién.

Asi, se ha considerado que "escapan a la reserva del artj
104, Y por tanto, competen al gobierno» federal... 1la
poliCia de transportes (Falloé 199:326), lé policiav del-
trabajo (doctrina de Fallos, 156:20), 1la policia de las

profesiones liberales (Fallos, 207: 159), etcétera”. Tam-

36-
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bién se considerd que la industria ganadera cae bajo 1la
regulacidén federal, por vincularse por su importancia, con
fines federales de alta jerarquia.

En muchos de los casos que se dice escapan al principio de
reserva, las ?acultades de que se trata no han sido
delegadas a la Nacidén en forma exclusiva, sino que las
provincias aun retienen la pbteétad de ejercerlas en forma

concurrente.

5. Las facultades concurrentes.

Existen matérias, en que el podér de policia es compartido
entre la Nacién y las provincias. Asi, ha dicho la Corte
Suprema que "la facultad atribuida al Cdngreso para dictar
normas generales relativas a las profesiones cuyo ejercicio
es consecuencia de los titulos habilitantes otorgados por
las universidades nacionales (ConstituCiép ﬁacional, art.
67, 1inc. 16 éctual 75, inc. 18), n? puede considerarse ex-

clusiva ni excluyente de la legislacidén nacional, en todo
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cuanto se relaciona con el régimen de organizacidén vy
control de las profesiones, duerestén comprendidas en 1las
funciones de seguridad, higiene vy salud publica, la
retribucién razonable y adecuada, la ética y aun la
elevacién en el nivel del ejercicio, todo lo cual es parte

de las facultades reservadas a las provincias (Constitucioén

bNacional, arts. 104 Y 106 actuales 121 y 123). Se trata de

las denominadas facultades concurrentes que alguna Consti-
tucidén Provincial ha establecido en forma expresa".

Ndétese que en mate;ia de poder de policia mediocambiental,
la propia Constitucidédn Nacional admite la concurrencia
entre chién y Provincias: la Nacién dicta los pfesupuestos
generale§, las provincias las normas complementarias. En
consecuepcia, junto con esta.ﬂatribuéién fundamental del
Congreso'de la Nacién, las legislaturas provinciales deben
dictar las normas complementarias para hacér efectiva lal

proteccidén constitucional adecuandola a las modalidades y.

particularidades de su territorio.
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6. El poder de policia ambiental antes de la reforma
constitucional de 1994.

Nuestra Ley Fundamental néda decia respecto del derecho a
un ambiente sano y de la proteccién‘del medio ambiente,
hasta su.reforma del ano 1994. Ello no significa que tal
derecho no existia, sino uUnicamente que no figuraba como
derecho expresamente reconocido en la Ley Fundamental.
Quiepes se han ocupado del tema han considerado que el
derecho de todo habitante a un ambiente sano y equilibrado
se encontraba entre los téacitamente incluidos por el art.
33 de la Constitucién Nacional, es decir, entre agquellos no
enumerados pero que nacen del principio de la soberania del
pueblo y.de la forma republicana de gobierno.

Ahora bien, a qué autoridad le "correspondia la facultad de

- reglamentar y velar por la proteccidn de tal derecho? EI

- profesor Marienhoff sostuvo que en lo que se refiere a la

distribucidén de competencias entre la Nacidén y las pro-
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vincias en materia de medio ambiente, cobraba aplicaciéﬁ la
denominada "clausula de bienestar general"” contenida en el
inciso 16 del articulo 67 de la antigua numeracién de 1la
Constitucién Nacional. Por 1lo tanto, se trataba de una
facultad que podian ejercer la Nacidén y las provincias en
forma concurrentes.

En suma, antes de 18%4, las normas constitucionales
establecian, o dejaban entrever, en punto a la distribucidn
de competencias en materia medicambiental:

- que el dictado de normas ‘era una facultad concurrente
entre la Nacién y las Provincias; vy

- que la aplicacidén de tales nomlas correspondia a las

provincias dentro de su ambito territorial.

7. La cuestién después de 1la reforma constitucional de
1994.
La Constitucién reformada en 1994 previé en su art. 41 que

"Corresponde a 1la Nacidén dictar las normas que contengan’

-40-
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los presupuestos minimos @g proteccién, y a las provincias(
las necesarias para complementarias, sin que aquellas
alteren las jurisdicciones locales".

Podria pensarse que esta norma establece un nuevo criterio

en la materia, al asignar decididamente a la Nacidén la

regulacién de los presupuestos minimos de proteccién.

;Quedé en alguna medida cercenada con ello la potestad de
las provincias para dictar normas en materia de protecciédn
del medio ambiente?

Quienes entienden que la distribucién de competencias ha
variado, consideran que "las provincias han renunciado asi
a importantes competencias originarias, reservéndosé
exclusivamente las facultades necesarias para dictar 1las

normas complementarias"” de les que establezcan los

requisitos minimos de proteccién. Otros autores han opinado

que "sin abandonar el principio de concurrencia, el
constituyente lo ha modificado al tomar la decisidn de pro-

mover una legislacién uniforme en materia de minimos de

-



A4 XA AR A A A A A Al A A AR A A A A A A A A A A A A A4 A A A A A2 A A d Al

proteccién. Esto significa que el régimen de concurrencia
tiene Fhora un limite constituido por la nueva competencia
asignada a la Nacidén. Las provincias, al hacer uso de su
compéténcia concurrente dictando las normas necesarias para
complementar los minimos de proteccidn, deberdn tener en
cuenta el limite senalado”.

En nuestra~ opinidn, no ha hnhabido- una modificacidn
sustancial en el reparto de competencias con la nueva
cléusula-‘constitucional. La alteracidén introducida es
minima, sino insignificante, ya que tal como era otrora, la
facultad de dictar normas en materia ambiental sigue siendo
concurrente. A pesar de que la Constitucién Nacional antes
no dijera expresamente que el ‘Gobierno  naciona; podia
dictar normas que“ cbnténgan los presupugstos minimos de
proteccidén del medioc ambiente, esta era una atribucidn que
podriamos considerar implicita de tal esfer$ de poder. Es-
claro dque desde el momento ‘en que los conflictos

medicambientales, o al menos algunos de ellos, sobrepasan



las fronteras p;ovinciales, nos hallariamos imbuidos en
materias interjurisdiccionales, sobre las que detenta. un
poder reglamentario el Cohgreso'de la Nacioén.

Interesa si analizar. cuales son los limites qﬁe las

provincias tienen en el ejercicio de su potestad.

8. Las normas mediocambientales que pueden dictar las
provincias.

Disentimos con guienes apuntan que, dada la nueva redacciodn
constitucional, las provincias han renunciado a su potestad
de dictar normas due contengan presupuestos minimos de
proteccidén. Esta afirmaqién, asi considerada y sin matices
que la suavicen, no tiene, a nuestro entender, apoyo en
nuestro 'sisféﬁa normativo actual y puede derivar = en

consecuencias indeseables. Nos detendremos un poco en este

punto.

9. La posibilidad de dictar normas generales de_proteccién.



Demds estd decir que pueden los estados locales dictar
normas de aplicacién, o normas complementarias 'de las

generales que dicta la Nacidén. Ello lo reconoce en forma

~expresa la Constitucién Nacional.

El problema radica mas bien en si las provin;ias pueden
dictér algo mas gue normas complementarias, o en todo caso,
qué debe entenderse por tales "normas complementarias" en
la Constitucidn. Nuestra tesis ‘aqui, se basa en que las
provincias estan facultadas pam sancionar todas las normas
que entiendan adecuadas pam la debida proteccidn: del medio
ambiente, aun ante la igexistencia de nornlas nacionales, ©

de ser estas insuficientes para preservar el bien comin que

se intenta resguardar.

Esta conviccién nos viene‘ del analisis de diversos
fundamentos, entrevotros, porgque lzs normas de proteccidn
del ambiente provinciales son preexisteﬁﬁeé a la actual'
redaccidén de“la Constitucidédn Nacional, sumado a gue no

encontramos: en esa Ley Fundamental, prohibicidén al legitimo

R
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ejercicio de esta potestad local, pcr lo que cqnforme al
principio general de reserva de los poderes en manos de las
autoridades locales, no se advierte razdn para cercenar tal
facultad. No menos importante es que siendo . lc¢s recursos
naturales de propiedad de las provincias en cuyo territorio
se encuentran, es 1l6gico que sean ellas las autorizadas a
reglamentar su cuidado y preservacidn; y dque resultaria
absurdo gque si, como ocurre hoy dia, la Nacién Qmite el
dictado de la ley general con los presupuestos minimos, se
impida a las provincias dictar las leyes necesarias para
proteger al medio ambiente.

Seria sin duda recargar excesivamente este sencillo esbozo
de la cuestidn, si analizamos In extenso cada uno de estos
argumentos. En lés‘breves'pérrafos que siguen, Se intentara
explicar el porqué de la postura asumida.

Decia en primer lugarﬁ gue no se lee en la ConStituciQn
Nacional wuna veda, una prohibicidén expresa a‘que las

provincias dicten normas gue contengan presupuestos minimos
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de proteccidn del medio ambiente. No mediando una exclusiodn
expresa de la potestad normativa local -todo lo contrario,
la propia Constitucidén reconoce la confluencia de ambas
fuentgs legisferantes en la integracidén de la legislacién
ambiental-, no parece' adecuado tener ©por -renunciada
facultad alguna.

Recordamos una vez mas que en caso de no haber una renuncia
concreta, en honor al principio de reserva, no es admisible
presumir que las provincias han querido desprenderse de
facultad alguna. Una cosa es considerar que debe
interpretarse que existen facultades que la Nacidén detenta,
aun ‘cuando expresamente no se enuncien en el texto
constitucional, y otra diferente es pensar que, también en
forma téacita, n0~séid se ha efectuadg tal delegacidén sino
gue se ha renunciado, por parte de las provincias, a su
ejercicio. Tal pensamiento 'acarrearia la inutilidad‘

absoluta de arto 126 de la Constitucidén. que prohibe a las



— N
$O9O

.
®

OOV

o
o
®
o

y_ N y -
XN N )

®
®
®

y N -
N X N

®
®
(]

®
®

40

proyincias ejercer por si aquellas facultades delegadas a
la Nacidén, enumerandolas en su segunda p?rte.

Podria argumentarse que al establecerse en el art. 41, gue
"corresponde a la Nacidn dictar las ﬁormas que contengan
los presupueétos minimos de proteccién”, debe interpretarse
que es una facultad expresamente delegada y como tal,
engarzando con el art. 126, no puede ser ejercida por las
provincias. En nuestra opiniédn, se trata de una
interpretacidén que descoye el principio general. segun el
cual 1la renuncig a derechos o facultades, debe ser expresa
y no tacita. A lo cual, debe agregarse gque qguedan
pendientes de respuesta varios cuestionamientos: cqué
ocurre con las normas provinciales previas a vla reforma
constitucional? équé ccurre si la«Nacién como esta en la.
realidad aconteciendo no,sancioné una }ey qgue contenga los
requisitos {minimos de protecciéﬁ; cQué debén guedar lasA
provincias . de brazos cruzados por no poder s1ino

complementarias?
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Adviértase que muchas provincias va tenian dictadas
disposiciones de proteccién del medio ambiente, incluso a
nivel de constituciones 1locales, antes de 19%4. No vemos
razédn alguna para quitar virtuaiidad que incluso en. puntos
en que la Constitucidn atribuydé potestades al Gobierno
nacional. en forma exclusiva \Y% excluyente de las
provincias, admitid gque las normas locales mantengan su
vigencia hasta que la Nacidbén dicte las suyas propias.

De hecho, algunas constituciones provinciales contenian
normas de proteccidén del medio ambiente, y se adjudicaban a
si mismas la facultad de defenderlo, de prevenir 1la
contaminacidén y de sancionar las conductaé contrarias il
tales postulados.

Por otro 1lado, adviértase qué absurdo seria que las
provincias no pudieran dictar normas dé proteccién por si,
sihoianicamente aguardar 4a que las autoridaﬁes nacionales
dicten 1las que contengan los presupuestos wminimos para

complementarias; actualmente navegariamos en una enorme
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laguna normativa desde_hace varios afios, ya que el Gobierno
Nacional recién a fines del afno pasado ha sanciénado la ley
con los presupuestos minimos de proteccidén en materia de
medio ambiente.

Un aditamento importante es que existe una necesidad
insoslayable de adaptar cualguier norma en ﬁateria de medio
ambiente, a la realidad particular de la regidn. No tendria
ningun sentido pretender aplicar idénticas normas en el
norte argentino, que en el litoral, en la pampa o en la
Patagonia.

Esto invita a reflexionar sobre el alcance de 1los
"presupuestos minimos de :proteccién” y el alcance ds las
"normas necesarias para cowplementarlos". Evidentemente, 1o
minimo debe ser muy genérico, casli diriamos muy progra-
matico y poco operativo, para poder ser de aplicacidédn en
todas las provincias. En otras palabras, las provincias'

tendrian una potestad reglamentaria muy amplia, para poder



complementar estos presupuestos, es decir, bajarlos a la
realidad local.

En todo caso, lo que las provincias no podrian pretender es
que los presupuestos minimos establecidos en 1la ley
nacional no sean de aplicacidén, que las exigencias de Ja
ley local sean menores que la nacional. Pero para esto no

era necesario que la Constitucidén le otorgue al Gobierno

-central la potestad de dictar 1los presupuestos minimos;

esta veda se deduce del hecho de que se trate de facultades

. concurrentes, conjugada con el principio piramidal de

prevalencia de las leyes adoptado en el art. 31 de 1la
Constitucidn Nacional.

También es util recordar la ya aéentada jurisprudencia de
la Corte Suprema de la.Nacién,~que sentd las diferencias
entre el dominio vy la Jjurisdiccidén. Segin esta postura, se
entiende que las provincias a través de ciéu;ulas como,'

entre otras, la del art. 75, inc. 30, han transferido a 1a



Nacién la jJurisdiccidn sobre ciertos ambitos, mas no el

dominio.

invocando esta tesis, entendidé la Corte gque la Provincia de
Buenos Aires debia indemnizar al Sr. Roberto Franck por los
dafios que un tronco clavado en el lecho del Rio de la Plata
ie habia inferido. El alto tribunal entendidé que si bien se
trataba de un curso de agua interprovincial y por endse
sujeto a la Jurisdiccidn federal, el curso de agua
vertenecia al] dominio publico de la Provincia de Buenos
Aires, quien era responsable de los dafios generados. Pero
si la Provincia responde por los dafios gue generan Ssus
bienes, es cierto que también obtiene ventajas por 1los
beneficios gue devengados. Coherentemente con esta
éﬁgumento, la "Corte reconocid, gque aun tratandose de un
cauce sujeto a reglamentacidén federai, 1la Gendarmeria

Nacional‘debia abonar un canon a la Provincia por el uso de

una darsena en el Tigre.



De esta manera, advertimos que el dominio de los recursos

naturales, aun cuando se trate de lugarés sometidos a

jurisdiccién federal, tiene serias implicancias, gue van
desde la potestad de cobrar derechos de uso, y llegan al
deber de manutencién adecuada, en forma tal que no

impliquen riesgos para la  comunidad (caso contrario, se

deben indemnizar los darios).

Asi, se puede decir que la proteccidn ambiental tiene una-

doble dimensidén. Por un lado, garantista, en cuanto

resguarda el derecho de todos: los habitantes a un ambiente
sano; pero en el aspecto institucional, las provincias no
han delegado su poder de policia originario sobre 1los
recursos naturales, que como deciamos, dimana entre otras

i

cosas de su dominio respecto de tales bienes.

Parece més que 1ldégico concluir entonces, gque pueden las

Provincias disponer lo necesario para conservar

adecuadamente sus recursos naturales, inclusive

reglamentando la forma de su uso, los deberes de cuidado vy



las sanciones y obligaciones de quienes dafien su medio

‘ambiente.

Se ha afirmado postuléndo tal criterio, que "la referencia
efectuada por la Constitucién en el sentido de que 1las
normas dictadas por la Nacidén no alteran "las
jurisdicciones locales" parece destinada Unicamente a
reconocer tal como si se tratara de uno de los supuestos
previstos en el anterior art. 67, 1inc. 11 de nuestra
Constitucidn (actual 75, inc. 12) que las autoridades de
aplicacidén de las normativas a dictarse Yy  Jueces
intervinientes resultardn en su caso los provinciales”. En
realidad, aunque compartamos el postulado de fondo, creemos
que no se trataria de una situacidn andloga a la gue prevé
el arto 75, inc.wié de lamConstitucién-Nacional, que se
refiere al dictado de la legislacidédn de fondo, que es una
facultad exclusiva del Congreso de la Nacién._En nuest;o
caso, se trata de una facultad concurrente (no exclusiva)

entre la Necidén y 1l#s Provincias, es decir, asimilable al
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inc. »18 del art. 75, supuesté en el cual también le
corresponde a las provincias el ejercicio del poder de
policia.

Termino poniendo de resalto que recientemeﬁtela Corte
opinén que "corresponde reconocer en las autoridades
locales la facultad de aplicar los criterios de proteccidn
ambiental que consideren conducentes para el bienestar de
la comunidad para la que gobiernan, como asimismo valorar y
juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en
ejercicio de sus poderes propios, afectan el bienestar
perseguido. Tal conclusidén cabe extraerla de la propia
Constitucidén, la que si bien establece que le cabe a la
Nacidén “dictar las normas que contengan los presupuestos
minimos ds  proteccidn",” reconoce expresamente las
jﬁrisdicciones locales en la materia, "las gue no pueden
ser alterada;”.

En sintesis, entendemos que nada ha cambiado. El reparto de

competencias se mentiene tal como- antes se encontraba. El



Gobierno Nacional puede dicter normas gque contengan
Presupuestos minimos de proteccidén del medio ambiente; y
las provincias también puedsn dictar normas que
complementen aquellas, es decir, Jgue 1incorporen nuevos o
mejores mecanismos de proteccién. Lo prohibido a las pro-

vincias, es atemperar los presupuestos minimos establecidos

en las normas nacionales.

10. Los limites al ejercicio del péder de policia
Medioambiental.

El primero de los limites a la potestad regulatoria de las
provincias, vya lo hemos visto: noLpodrian atemperar 1los
presupuestos nminimos de - proteccidn que la Nacioén

|

establezca. Precisamente porque s=2 trata de ncormas minimas,
de base; de ahi se puede regular hacia arriba, con una
mayor exigencia.

Pero sin duda que existirdn también otros limites,

lIlamémosles, por contraponerlos al anterior, superiocres.




Estos: serdn el tope de_nla. potestad regulatoria vy no
deberian ;er diferentes de los cauces gue enmarcan al poder
de policia en general. Por cierto gque determinar con
claridad estos limites, no resulta tarea sencilla, dada la
permanente evolucidén del concepto. Sin embargo esbozaremos

muy brevemente los siguientes limites genéricos.

11. La razonabilidad como limite del poder de policia.

La Corte Suprema ha delineado desde hace tiempo la nociédn
de "razonabilidad"™ como requisito ae validez de los actos
de.cualquiera de 1los érgano; de poder. La formulacidén méis
clasica de este requisito supone que las leyes son
razonables cuando guardan una debida proporcidén entre los
fines que persigﬁen y los "medios gua instrumentan —para
conseguirlos aunque la misma ha recibido serias criticas de
algunos doctrinarios.

Asi, intentando mejora; el criterio de razonabilidad

expuesto por el alto tribunal se ha dicho que “la tarea de



la Corte al determinar'si una ley o reglamento es razonable
consiste basicamente en ver;ficar si 1la Const%tucién
tolera que esa porcidn del derecho constitucional por ella
protegida, que ha sido eliminado por la ley o regiamento,
puede efectivamente ser eliminado. Debe examinar cuales han
sido los fines reales, débe examinar la legitimidad de los
mismeos y debe establecer el nexo, la relacidn entre dichos
fines y los medios escogidos.
Si recordamos que el poder de.policia es aquella facultad
del gobiemo de reglamentar el ejercicio de los derechos
reconocidos en la Constitucién sin alterarlos, de acuerdo
surge de la combinacidén entre los arts. 14 y 29 de nuestra

Ley Fundamental, obtenemos de inmediato que' el poder de

policia provincial, en materia de madio ambiente, gueda -

también sujeto, para ser legitimo, al control de

razonabilidad.

12. La prohibicién de establecer aduanas interiores.



Las provincias se han topado con un limite en el ejercicio
de su poder de policiaﬂ cuando so pretexto del mismo,
infringian normas constitucionaleé adoptando para si
facultades que no les correspondian, o directamente les
habian sido vedadas.

Porque ha de tenerse en cuenta que siempre es '"necesario
vincular el ejercicio especifico del poder de policia para
reglamentar derechos con la atribucidén de facultades por la
materia. Las fuentes més comunes son los arts. 67, inc. 16
y 107 de la Constitucién Nacional actuales 75, inc.Al8 Y
125 pero otros in{(s. del 67 también son relevantes. EL
poder de policia, por lo menos formalmante, nunca es fuente
para ampliar las facultades de 1la autoridad provincial
frente al podef nacional, ni al revés".-

La Corte Suprema de Justicia de la Nacién tuvo ocasidn de
exponer el punto en la causa seguida por Aﬁuﬂa contra la
Provincia de Sanfiago del Eétero..El 2lto tribunal reclacd

la importancia de la prohibic.4n de establecer aduanas
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interiores vy recordd que no es dado a las provincias
utilizar sus facultades de modo tal gque impidiesen la libre

circulacién de bienes.

13. La no afectacidén del comercio interjurisdiccional.
Al igual gque en otros supuestos de concurrencia de
facultades entre Nacidén y provincias, hallaremos una valla

para el ejercicio de las competencias de las provincias, en

el principio de no afectacidn del comercic

interjurisdiccional.

La cliusula receptada en el inc. 13 del articulo 75 de la
Constitucidén Nacional, btorgé al Congreso Nacional 1la
potestad de reglar el comercio con lés nacilones extranjeras

\

\Y% de.lgs provincias entre si. Si bien se ha interpretadoc
con caréacter amplio el término “comercio", comprendiendo
tal acepcidn "ademéds del trafico mercantil y‘la circulacién‘

de efectos visikles y tangibles para todo el territorio de

la Nacién, la conduccidn de personas y la transmisidn por



telégrafo, u otro medio, de ideas, ordenes y convenios',
esta amplifud no implica de suyo una negacidén al ejercicio
de potestades propias de las provincias, sino que, para
negar tal facultad é la provincia, se debe demostrar que éu
ejercicio "afecta" el comercio interjurisdiccional.

Tal criterio ha sido expuesto por nuestra Corte Suprema eh
oportunidad reciente, al afirmar que el poder de policia
del estadoc provincial -sea cual fuere su amplitud- no puede
entorpecer el ejercicio de 1las facultades delegadas al

gobierno “federal.

14. ILa potestad para aplicar las normas sobre medio
ambiente y sus limites.
El texto constitucional reformado guarda silencio =éspecto

a quién le corresponde aplicar las normas, sean nacionales

o0 locales en materia de medio ambiente. Como principio

general, sostenemos que la aplicacién de las normas sobre
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medio ambiente corresponde a las provincias respecto _de
establecimientos que se ubigquen dentro.de su territorio.
Ello ha sido reconocido por la Corte Suprema de Justicia de
la Nacidén cuandce sostuvo due "corresponde reconocer en las
autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de
proteccién ambiental gque consideren conducentes para el
bienestar de la comunidad pam la que gobiernan, como
asimismo valorar y Jjuzgar si los actos que llevan a cabo
sus autoridades, en ejercicio de sus podérés :propios,
afectan el Dbienestar perseguido. Tal ,conélusién cabe
extraerla de la propia Constitucién, la que, si Dbien
establece'que le cabe a la Nacién "dictar las normas dgue
contengan los presupuéstos minimos‘de protecCién", reconoce
expresamente las Jjurisdicciones locales en la materia, las
que no pueden ser alteradas".

La cuestién no parece ofrecer dificultad en‘la medida que
se trata de empresas o establecimientos comunes ubicados en

el territorio de una provincia, comc puedsz Sser cualguier
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persona que ejerza en comercio dentro de tal provincia.
Pero sin duda no faltarian empresas o establecimientos que

pretendan recortar esta potestad "local invocando estar

'sometidos a alguin régimen de excepcidén, por ejemplo, a

algun _tipo de;ﬁregulacién federal especifica para la
materia,. que tiehé» sus propias normas  ambientales y los
correspondientesfenteS'naciOnales de control. Interesante
resulta‘ analiiar entonces si pueden las .provincias
reglamentar y apiicar las normas en materia medio ambiental
;especto‘de‘estaﬁlééiﬁientos, empresas O personas que estén

sujetos a un régimen normativo federal. A nuestro entender,

‘la respuesta debe ser afirmativa.
Es precisamente aqui donde cobra especial relevancia la

teoria de ‘las facultades concurrentes . entre Nacién' vy

provincias. en materia medicambiental. Y es precisamente en

estos casos en los que entrarian a jugar los limites que

con tanto trabajo ha ido acufiando nuestra jurisprudencia,

para el ejercicio de las facultades provinciales.

-62-



10 00000000000000000000000000000000000000o0o0oooooa

“éventual ‘de las sanciones que correspondarn.
Lot e oy A&i_ . : ~.‘A‘ L

Dé fésfa' maneray.'ho 'se ‘puede .negar la facultad de la

,2proVincia-de ;eglameﬁtar y‘controlar el respeto al medio

ambiéhte por partée de este'tipo de empfesas. Pero si debera

la provincia ‘de no -excederse de los 1limites que

. encauzan su potestad. Talés limites, como mas arriba

(R

(N

- estudiédramos, son los' de -razonabilidad, no afectaciéon del

Pl

cémercio interjurisdiccional y la prohibicién de establecer
éduanas'interiofes.,Dentro de estos limites, insistimos, es

legitfmo el ejefcicio de guardiana del medio ambiente de

po

<. las provincias sobre empresas sometidas a un régimen legal
fedéral, ‘sea mediante la sancién de normas de proteccién,

como de’la verificacién de su cumplimiento y la imposicién

" Sobre él'puntq ha s}do clara la Corte Suprema-de_Justicié

RS

‘de’ la ‘Nacién al recénocer gue aun traténdose de supuestos

[
.

-de‘comercio'interjuriSdicciOnai, las provincias conservan

-éobre'%i sus facultades impositivas, regulatorias, de poder
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"interjurisdiccional, "no 1lo

de. éolicia ‘y de contralor del ornato y salubriczd, el
adelanto.y biegestaf de su poblacidn.

Ello‘asi, yaique si bien es cielo que el estado federal es-
combete@te‘péra vregular aspectos de las actividades
inter}ores de provinciés \% municipios.que sean susceptibles
de -menoscabar ‘Iuv obstaculizar | el cocmercio

menos que la clzZzusula

(]
n

comercial no excluye por si 1a facultad de los estados
locales para reglar aspectos internos del ccmercic

interjurisdiccional.

OtrOA.Eipico ejemplo de establecimientos sometidos a un

régimen. federal lo constituyen 1los previstos en el articulo
75, inc. 30, .de la Constitucién Necional, gque otcrga &l

Congreéo fedéral la facultad:  de dictar 1la législabién

.necesaria para el cumplimiento de los fines de los esta-

blecimientos de - utilidad nacional.

Este supuesto no ofrece mayor dificultad, desde gue lza

misma nonna constitucional prevé en su segunda parte  gue
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"del Presidente y vicepresidente de la Naciéh, en el ar

‘Las institucibnes locales fuercon establecidas

"Las autoridades provinciales y municipales conservarédn los

poderes de policia e imposicidn sobre estos

establecimientos, en tanto no interfieran con el

cumplimiento de aquellos fines".

- Es decir, que el poder de policia, inclusive en materia de

medio ambiente también se mantiene en mancs de la provincila

respecto de estos establecimientos.’

15. E1 régimen municipal argentino.

En la Ley Suprema de la Nacidn se encuentran las bases

—

constitucionales federales de los municipios. En la sancidn

originaria de 1853 se reconocid el régimen municipal en el

art. 5 y ademas se efectud una mencién del Presidente de la

Municipalidad de la Capital Federél, en la eleccién directa

|

=

31,

o}

O
B

e
articulo 5 que, entre las condiciones - fijadas a las

provincias para el goce y ejercicio de sus autonomias,

=,

et
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impuso la-de “asegurar el régimen municipal”. La frase noc

figuraba en el Provecto de Alberdi y fue incorporado al

textc constitucional por el convencional cordobés Juan del

Campillo. Como en  otros temas importantes, nc  hubo
discusidn alguné y se aprobd directamente. La inexistencia
de’' debate origindé -z lo la¥go del tiempo- distintas
interpretaciones sobre el significado de la frase, tanto en

la Jjurisprudencia, como en la legislacidédn, que fueron

conformando un régimen local cuvo rasgo predominante es la

diversidad.

Sin embargo, existieron dos antecedentes de singular
importancia para desentrafar el sentido de agquélla
necrmativa. En efectc, el Director Provisoric de la
Confederacidn Argentina Justo José de Urquiza dictd el 2 de
septiembre de 1852 un decreto d= O;ganizacién de 1la
Municipalidad de Buencs Aires, gque segun Tomés Disgo
Bernard efectud un claro resumen del problema municipal, lo

definid como un instituto naturzl, sefald el error de 1la

supresiodon del Cebildo v lo crgeanizd como un verdaderc poder
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0 gobierno, sobre la base de 1
antecedente fue la ley del € <= mavo de 1853, Orgéanica

Municipal para la ciudzad de Suencs Aires, sancionada por la
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misma Convencibdn constituvente que nos diera la
Constitucién Nacional, actuando esta vez como congreso
Nacional.bLa ley siguidé los lineamientos del decreto antes
citado y fue redactado precisamente pof la misma Comisién
Redactora.de la Ley Suprema.

Con respecto a nuestra intefpretacién del articulo 5
consideramos:

a) quévlos constituyentes sostuvieron el origen natural vy
necesario del municipio, pbrque‘escribieron “asegurar” el
régimen municipal en vez de “establecer” el mismc. Y

asegurar es proteger algo que existe o tiene derecho a

existir por si mismo, para que se desarrolle y viva de

acuerdo a su naturaleza.
P) Que la Constitucidén impone un sistema democratico vy

electivo en el régimen muhicipal. En efecto, prestigiosa

‘doctrina sostuvo la tesis de “la republica representativa
{

municipal”, que significaba que por aplicacién de los arts.
1° y 5° de la-+*Constitucién Nacional, los municipios

deberian  ser verdaderos gobiernos republicanos 3%

‘representativos adecuados a sus finalidades urbanisticas.

c) Qué régimen mur‘cipal también implica la instauracién de

un = poder publi:c . Ello resulta de 1los precedentes
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analizados, del pensamiento albérdiano y de la legislacibn
vosterior. En consecuencia siempre . se reconocid al
municipio facultades impositivas y de'poder de policia y el
consiguiente imﬁerium. Por eso el municipio es un tercer
Qrden de gobiernoc en la federacidn argentina.

d) Que régimen municipal significa establecimiento de
gobiernos locales. Ademés de las . anteriores

consideraciones, debemos agregar las que surgen del

~anédlisis de los términos utilizados por el constituyente.

En tal sentido, ademés de “asegurar”, la palabra “régimen”
es una voz de origen latina que importa “lo perteneciente o
relétivo al municipio”. Asi las cosas, el législadof
constituyente sostuvo la peoliticidad de 1la institucidn.
local pues consagrd auténticos gobiernos.

e) dque en este articulo reside el fundamento juridiéof
volitico de la autonomia municipal. Esta cuestidén es
esencial entonces para definir la naturaleza juridica de la
institucién municipél; con todas las conseéuéncias legales,
Politicas e institucicnales gue de ello se derivan.

Dicha autonoﬁia éuéde ser de dos tipos: plena, gue es.
cuando comprende los cuatro aspectcs que integran la

autonomia (institucional, politico, administrativo Y
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financiero), y semiplena ¢ relativa (cuando alcanza a los

‘aspectos politico, administrativo y financiero).

El aspecto instituéional supone la posibilidad del dictado
por parte del municipio de su propia carta orgénica. El1
aspecto politico entraifa ia base pépular, electiva vy
democratica de la organizacién vy goﬁierno' comunal. - El
aspecto administrativo importa la ©posibilidad de 1la
préstacién de los servicios publicos .y deméas actos de
administracidn Vloéal, sin interierencias de autoridad de

otro orden de gobierno. El aspecto financiero comprende la

libre creacidén, recaudacién e inversidn e las rentas para

satisfacer sus fines, que no son otros que el bien comun de
la sociedad local.

Todas estas consideraciones sientan en principio las.bases
para la independencia de los municipios de 1los gobiernos
provinciales, aun cuando a lo largo de nuestra historia el

debate ha sido diferente.

'LAS COMPETENCIAS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y LAS

COMUNAS MUNICIPALES EN MATERIA MEDIOMBIENTAL.



1. La legislacidén ambiental de 1la provincié de Buenos
Aires.

El constante deterioro de l; calidad del medio no se debe a
ia ausencia de reglamentacién, (por el contrario, la
proliferacién de normas acarrea severos problemas en
términos de superposiciodn de competencias) sino al fracaso
de las politicas de contralor. No ha fallado 1la normativa
sino la gestién ambiental. Las autoridades provinciales
parecen haberlo comprendido e intentan jerarquizar al orga-
nismo encargado del poder de policia ambienpal, elevandolo
desde la categoria de Direccién provincial a la de
Secrétaria directamente dependiente del goﬁernador,
equivalente al'rango ministerial.

En efecto, -la ley 11.469 cred el Instituto Provincial del
Medio Ambiente, atribuyéndolevlas funciones de la Direcciédn
Provincial de Saneamiento. Dos afios mas tarde, 1la ley
11.723 asigndé las competehcias de aquel instituto a la

Secretaria de Politica Ambiental.

2. Disposiciones constitucionales.
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La nueva Constitucidén Provincial de Buenos Aires establece
en su articulo 28:

"Los habitantes de la Provincia tienen el derecho a gozar
de un ambiente sano y el deber de conservarlo y protegerlo
en su proveCho>y en el de las generaciones futuras.

"La Provincia ejerce el dominio eminente sobre el ambiente
y los recursos naturales de su territorio incluyendo el
subsuelo vy el espacib aéreo correspondiénte, el mar
territorial y su lecho, la plataforma continental y 1los
recursos naturales de la zona econémica exclusiva, con el
fin de asegurar una gestidn ambientalmente adecuada.

"En materia ecoldgica deberd preservar, recuperar y
conservar loé recursos naturales, renovables y no
renovables del territorio de 1la provincia; planificar el
aprovechamiento racional de los mismos; controlar el
impacto ambiental de todas las actividades que perjudiquen

al ecosistema; promover acciones que eviten la

. contaminacidén del aire, agua y suelo; prohibir el ingresc

en el territorio de residuos tdéxicos o radioactivos; ¥y
garantizar el derecho a solicitar y recibir la -adecuada
informacidén y a participar en la defensa del ambiente, de.

los recursos naturales y culturales.
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"Asimismo, asegurara politicas de conservacidn \%
recuperacién de la calidad del ‘agua, alre 'y suelo
compatible con 1la exigencia de manteher su integridad
fisica y su capacidad productiva, y el resguardo de &resas
de importancia ecoldgica, de la flora'y la fauna.

"Toda persona fisica o juridica cuya accién u omisidn pueda
degradar el ambiente estd obligada a tomar todas las
pfecauciones para evitarlo".

Zabe resaltar QUe junto al derecho-deber de los
varticulares se coloca en cabeza del Estado ta
responsabilidad "de preservar y recuperar l1los recursos
zmbientales, estableciendo su aprovechamiento racional”.
Quéda asl reproducida la idea del “desarrollo sustentable”
contenida en la Constitucidén Nacional como derivacién de lo
zcordado en la Cumbre de Rio de Janeiro de 1994.

Z1 desarrollo industrial de la provincia de Buenos Aires,
. . ‘ ‘
votenciado frente a la reactivacidn del Puerto de La Plata
fcon su zona franca) no debe detenerse si se desea reducir
21 dramatico indice de desempleo que nos afecta. Eso no
significa consentir la definitiva degradacién del agua y de

ia atmosfera dénde los establecimientos industriaies

vuelcan sus efluentes. EI control de aptitud ambiental
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establecido en la ley 11.459 y su decreto reglamentario
1741/96 debe efectuarse con rigor pero, simulténeamente,
con razonabilidad. Toda industria contamina en mayor o én
menor medida, la sabiduria del administrador pasa por
conciliar niveles toierables de deterioro ambiental con la
necesidad de pleno empleo y evolucién econdmica. Cohgelar
nuestro incipiente desarrollo. industrial inmolédndolo en el
altar de la ecologia resultaria tan suicida como dar piedra
libre a los empresarios para gque continuen, infectando el
alre y el agua. Como siempre, la busgueda de un delicado
equilibrio es la tareé que . debe desvelar a las autoridades

competentes.

3. La ley 11.723.

Con expresa referencia al trascripto articulo 28 de 1la
Constitucidén 1local, la ley 11.723 -tiene por objeto "la
préteccién, conservacién, mejoramiento y restauracién de
los recursos naturales y del ambiente en general en el
ambito de la provincia de Buenos Aires, a fin de preservar
la Vida en el sentido mas amplio de, asegurando a las
generaciones pfesentes y futuras  1la conservacién de la

calidad ambiental y la diversidad bioldgica” (articulo 1).
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Se trata de una ley marco que.apunta a tales ambiciosos, .
postulados mediante ochenta articulos -y un "anexo"
denominado "glosario" que define una veintena de términos
usuales en la cuestién ambiental (ambiente, piomda,
contaminacidén, ecosistema, impacto ambiental, fenalogia,
etc.). Las denominaciones de los capitulos de 1la ley
resultén demostrativas del amplio espectro temdtico que
abarca “derechos y deberes de- los habitantes", "politica
ambiental”, “planeamiento Y - . ordenamiento
ambiental","medidas dé proteccién de 4&reas naturales",
"impacto ambiental” "normas técnicas ambientales", "sistema

provincial de informacién ambiental”, “educacién y medios

de comunicacién”, “sanciones administrativas”, “defenssz
jurisdiccional”, .“residuos”, “o:ganismos de aplicacidn” v
“disposiciones especiaies”, dedicadas a los ' recursos
ambientales.

4. Impactoc ambiental.

Existen antecedentes relativos a la facultad estatal de
realizar el control del imbacto ambiental en materia de
grandes obras, y ya en el afio 1977 se habia sefialado gque

"los organismos de la Administracién Publica, al proyectar
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cualquier obra, accidn o medida capaz de incidir directa o

indirectamente en el ambiente, deberédn considerar su
factibilidad ambiental" (Proyecto de Ley Basica de
Ordenamiento Ambiental de 1la Nacién). Como un reflejo de

las disputas de intereses y los conflictos de competencia,
la ley 24.197 de evaluacidén del impacto ambiental en
proyectos de érandes obras publicas, sancionada en mayo de
1993, resultd vetada por el PEN. mediante, Decreto 1096/930.
En el afio 1882, la provincia de Buenos Aires tuvo en
tratamiento un proyecto de Ley de prevencidn, conservacidn
y recuperacién del medio ambiente, contemplando que "todas
las grandes obras de ingenieria que se ejecutenﬁ por el
Estado o los particulares en territorio provincial deberéan
prever en sus respectivos proyectos ei estudio de impacto
ambiental de las mismas, sin el cual no se dara
autorizacidén para su ejecucidn”.

Finalmente, la ley 11458 delvaﬁg‘}993, impone a todas las
industrias contar con uﬁ certificado de aptitud ambiental,
el que Seré otorgado previa evaluacidn ambiental \Y de‘
impacto en la salud, seguridad vy bienes dei pefsohal .y

poblacidén circundante (art7).



La ley 11.723 establece que todo emprendimiento que
implique acciones u obras que puedan llegar a producir
efectos negativos sobre el: medio debera contar con unsa
evaluacidédn de impacto ambiental previa (articulos 5
inciso b] yv 10 a 24). Con esa finalidad por decreto 363/9¢

se ha creado la Direccidén de Evaluacién de impacto

ambiental en el &mbito de 1la Secretaria de Politice
Ambiental.
Se trata, en definitiva, del ejercicio pleno del poder de

policia ambiental, orientado a defender la calidad de vidsas
de la poblacién. Mientras la policia de salubridad apunta
al cuidado de la salud, previniendo enfermedades cﬁalquiera
sea el factor desencadenante, la funcidén de policia dél
medio ambiente se orienta hacia la restriccién de los
derechos individuales para cuidar aspectos que van més allé
de la ausencia de enfermedades, tales como el uso adecuadc
del espacio, “el respeto al descanso, el disfrute del

paisaje y la pureza de los recursos ambientales.

i 5. Contencioso administratin ambiental.

- El principio de irrenunciabilidad de la competéncia impone

a la Administracién ejercer debidamente la funcidén de

o mrmy
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policia que le ha asignado el legislador en cumplimientc
del mandato constitucional. Si las autoridades competentes
fueran remisas en el .ejercicio de sué funciones o -el
Estado, de cualqulier manera, danara o colocara en peligrc
al entorno, la ley 11.723 faculta a los particulares para
reclamar la situacidén ante el Jjuez en lo contencioso
administrativo (actualmente 1a Superior Corte Bs. As.)
Los arts 34 y 35 de la ley disponen:
“Cuando a consecuencia de acciones del Estado se produzcan
dafios o pudiera derivarse una situacidén de peligro al
ambiente vy/o a los recursos naturales ubicados en el
territorio, .cualquier habitante de la provincia podréa
acudir ante la dependencia que hubiere actuado u omitido
actuar a fin de solicitar se deje sin efecto el acto vy/o
activar los mecanismos fiscalizadores pertinentes”.
“Cuando la decisién administrativa definitiva resulte
|
contraria a lo peticicdnado, el afectado, el Defensor dél
Pueblo y/o las asoéiaciones que propendan-a la proteccidn
del ambiente, quedaran habilitadas para acudir ante la
justicia con competencia en lovcontencioso administrative

que dictaminard sobre la legalidad de la accién u omisidn

cuestionada”.
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De esta manera, previo reclamo administrativo infructuoso,
se podra ‘accionar judicialmente contra la provincia de
Buenos Aires, sus municipalidades y entidades autarquicas
debido a sus acciones u omisiones perjudiciales bara el
entorno.

El sujeto que efectua el reclamo administrativo debe ser el
mismo que acude a la Jjusticia y cabe atribuir a unea
deficiente técnica legislativa la circunstancia de que en
un primer momento se legitime a “cualquier habitante” para
luego alu&irse al afectado. Toda persona que efectlie el
reclamo administrativo debe considerarse afectada por el
rechazo en esa sede y entenderse legitimada para demandar
ante ios jueces. Este criterio amplio correlaciona con el
nuevo articulo 15 de la Constitucién bonaerense que asegura

el “acceso irrestricto a la justicia”.

6. Realidad normativa ambiental.

En este punto haéemos referencia conceptual al marcc
juridico que resulta de aplicacién, con especial referencisz
a las municipalidades.

La ley 11.458, antes aludida, establece que los Municipios

actuaradn para entregar certificados de aptitud ambiental
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previa evaluacién; en funcién de las diferentes categorias
en que se subdividen los establecimientos industriales.
Podra delegarse en los Municipios la aplicacién y ejecucién
de las sanciones emergentes de la norma como asi también
otras funciones operativés previstas en ese cuerpo legal.
Por su parte, lé ley 11.723 dipone que les compete junto al
Poder Ejecutivo Provincial el garantizar en la ejecucidn
de sus politicas de gobierno la observacién de los derechos
que por' la norma se reconocen. Existe una carga para
suﬁinistrar la informacidén que se posea y que sea util a la
realizaéién de ias evaluaciones de impacto ambiental que
marca la ley de las cuales deberd llevarse un registro y.
concretar su publicidad. Verificardn las declaraciones de
impacto ejercidas en su jurisdicciédn como asi también
llevar un registro de profesionales habilitados para las
EIA.

Asimismo partié;éérén‘ven _pfogramas de difusién de 1la
temética ambiental. Se les deleca potestades normativas que
noicoﬁtradigan los limites regulatcrios de la ley.

La ley de residuos patogénicos 11.347 prevé gue el 6érgano

de aplicacién en la materia podrad celebrar convenios con

organismos municipales en orden a lcs distintos aspectos
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previstos en ella; en tanto la ley 11.720 esteblce que
pparticipan activamente en rden a la instalacidén de
vlantas de almacenamiento transitorio. El Poder Ejecutivo
Provincial(como autoridad de aplicacién esta facultado para
delegar y/o coordinar con los Municipios lo relativo a
distintos aspectos de 1la normé con especial referencia a
las circulaciones y &reas de transferencias de los residuos
especiales.

Finalmente, 1la ley 11.737 en punto a las competencias
administrativas para la materia ambiental sustituye al
Instituto Provincial del Medio Ambiente por la Secretaria
de Politica Ambiental_—tal lo indicado en el inicio del
punto- entre cuyos objetivos figura la descentralizacioén de
las politicas especificas sectorialesv para con los

municipios de las provincias.

EL ACCESO A LA INFORMACION COMO PRESUPUESTO PARA LA

PARTICIPACION

1. Caracterizacién general del derecho de acceso a la

informacidén ambiental.
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La Declaracidédn de Rio de 1992 proclamé que "los asuntos
ambientales se manejan mejor con la participacién de todos
los ciudadanos afectados... A nivel nacional, cada
individuo debe tener acceéo a la informacidén concerniente
al ambiente que esté en poder de las autéridades
publicas... y la oportunidad de participar en los procesos
de decisidn.

Los Estados deberédn facilitar y alentar la participacién
oUblica poniendo a disposicién de manera amplia la
informacién con‘que cuentan.

En el Cuarfo Programa Ambiental 1987-1992 de la Comunidad
Europea se recomendaba la elaboracidén de "proceaimientos
para que el publico tenga mayor acceso a la informacidén gque
las autoridades responsables del medio ambiente tienen en
su poder.

A partir de la propuesta, contenida en el Cuarto Programa
el 7/6/90 sewaprdbé la Directiva 0/313 sobre Derecho é lél

Informacidén Ambiental ejercitable por los ciudadanos frente

'al Estado, sin perjuicio de que tzambién comprende la

adopcién por parte de éste de médidas de difusién respecto
de la situacidén ambiental, p. ej., a través de 1la

oublicacién de informes descriptivos periddicos.
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En EE.UU., entre otras disposiciones, cabe recordar" 1la
legislacidon conocida como Emergency Planning and Community'
Right té Know Act de 18, que impone deberes de informacién

a la administracidén y a la industria.

2. Recepcién en la Argentina.

Como sabemds, el nuevo art.41 CN obliga a las autoridades a
proveer a la informacidén ambiental.

Pueden citarse diversas normas, algunas anteriores a la
reforma constitucional" gqgue muestran la recepcidn del
derecho a la informacién ambiental.

La ley de Residuos Peligrosos ordena como uno- de 1los
cometidos de la autoridad de aplicacién, el de "crear un
sistema de informacidén de libre acceso a la poblacidn, vy
con el objeto de hacer publicas las medidas que se imple-
menten..." (art. 60 inc. f).

Con pésterioridad a la reforma de 1la Constitucién se
sanciond la ley 24.585 Que incéfporé al Cbdigo de Mineria

un Titulo Complementario destinado a la proteccién

)

ambiental para la actividad minera gque prevé en su art. 2

[

quela autoridad de aplicacidn estéd obligada a proporcionar
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informacién a quien la solicite, respecto de a aplicacién
de las disposiciones del mencionado Titulo.

En el orden provincial, .valga como ejemplo la importante
ley ambiental general sancionada por la Provincia de
Mendoza bajo el n°5961 con anterioridad a la reforma de la
Const. Nac., que recoge ‘en diferentes puntos de su
articulado 1los principios que venimos comentando. Asi,
declara de interés provincial la participacién ciudadana en
las cuestiones relacionadas con el ambiente (art. 3, inc.
d) .

En su art. 28 el nuevo texto provincial intrqduce la
dimensién ambiental continuando ia orientacién trazada en
el art, 41 CN.

La norma impone a las autoridades provinciales, entre otros
deberes en}materia ambiental, el de garantizar el derecho a
sblicitaf y recibir Informacién adecuada y a participar en
la defefisa del ambientei y de los recursos . naturales v
culturales.

El deber iﬁpuesto a as autoridades de garantizar el acceso
a la informacién en materia de .ambiente puede resultar

operativo: esto es, de cumplimiento exigible.



3. Exigencias constitucionales sobre la informacidn.

La ley marco, tras disponer que ei Estado Provincial
garantiza a todos sus habitantes el derecho a gozar de un
ambiente sano, prevé el derecho a la informacién vinculada
al manejo de 1los recursos naturales que administre el
Estado.

Las legislaciones Nacional y Provincial nos proveen de
pautas paré interpretar el alcance de la garantia que en
materia de informacién, consagra la ley.

Asi, creemos que la informacién debe reunir, al menés, las
caracteristicas de ser "adecuada" y "veraz". El primer
rasgo surge del arto 28 Const. Bs. As., mientraé que el
segundo surge de extender al caso de la informacién’
ambiental las exigencias que tanto la Constitucién Nacional
como la Constitucidén Provincial imponen en materia de
informacién a los consumidores y usuarios de bienes vy
servicios(arfgi 42.y 38, respectivamente).

No se satisface el mandato constitucional con un mero
ritualismo, con la provisién de informacién sélo'
superficialmente “adecuada y suficiente".

Por ejemplo, no serd adecuada la informacidén gque por su

desorganizacidn resulte inutil.
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Por otra parte un gran volumen nc¢ indica por si solo

suficiencia ni veracidad.. Mas aun, un gran volumen

acompanado por una metodologia aviesa de exposicién u

organizacidn, podria servir para ocultar o "enterrar” en él
aquella informacidén cuyo conocimiento por el interesado se

TCeme.

4. Participacidén comunitaria.

Desde otro angulo, la efectiva vigencia del derecho a la
informacién ambiental es condicién esencial para 1la
posibilidad de auténtica participacién de la comunidad.

En ese sentido, el art. 28 Const. Prov. imponé a las
autoridades el deber de garantizar el derecho de la
comunidad a participar eg la defensz del ambiente; de los
recursos naturales y culturales".

La ley 11.723 por su parte, garantiza a todos lecs
nabitantes de la provincia, el derecho "a participar de los

procesos en que esté involucrado el manejo de los recursos"”

naturales y - proteccidn, conservacidn, mejoramiento Y

i

restauracién del ambiente, en general, de acuerdo con lo

que establezca la reglamentacidén" (art. inc. c).




La ley marco consagra en el titulo 111 ("Disposiciones
Especiales”) previsiones éspecificas que regulan la
pvarticipacidn cémunitaria en lo concerniente a las
politicas relativas, a los recursos agua y suelo.

Prieur sefiala que ei ‘derecho a la informacién esté
estrechamente ligado a la participacién como instrumento
destinado a aumentar la eficacia de la politica ambiental y

es su corolario.

5. Informacidén y parficipacién en la evaluacién de impacto
ambiental.

El derecho a 1la infofmacién y a la participacidn
comunitaria convergen en tomo a una de las instituciones
centrales de 1la ley 11.723: 1la Evaluacidén de Impacto
Ambiental.

ﬁecordemos que la Const. Prov. establece que las
autoridades debéran "controlar el impacto ambiental de
todas las actividades que 5érjudiquen al ecosistema" (art.
28) .

ﬁn esa senda, la lev marco consagra como uno de 1los
"Instrumentos :de Politica Ambiental 1la evaluacidn de

impacto ambiental de algunos proyectos que produzcan o sean
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susceptibles de producir algun efecto negativo al ambisante
de la Provincia (art.10).

Los principios de la EIA del Programa de las Naciones
Unidas para el Medio Ambiente contemplan, entre o©tfros
requisitos minimos del proceso los siguientes: a) Antes de
adoptar una decisidén respecto dé un proyecto, se debe
proveer a la comunidad, a los especialistas, a los grupos
interesados y a la autoridad gubernamental competente la
oportunidad de formular comentarios; y b) La decisidén sdlo
puede ser adoptada una vez transcurrido un plazo adecuado.
Con ese objetivo la rey reguiere: que los titulares de los
proyectos alcanzados presenten una evaluacidn de’ impacto
ambiental (E.I.A.),de acuerdo con las disposiciones que
determine la autoridad de aplicacidn; v qué con caréacter
previo a la resoluciédn adminisfrativa gue corresponda
adoptar para la realizacidén y/o asutorizacidén de las obrzs o
actividades en cuestidén se dé intervencidn a ‘la autoridad
ambiental, a fin de que expida lé~Declaracién de Impzcto
Ambiental.

Elbderécho a la informacién ambiental se articula dentro:
de ese procedimiehto con las >siguientes modalidades

basicas:
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- La‘ autoridad ambiental debe poner a disposicién del
titular del proyecto todo informe '© documentaciédn gue obre
en su poder que pueda resultar util para realizar o
perfeccionar la EIA; (articulo 14).

-~ La ley -recogiendo directivas del Derecho .Comﬁarado—,
exige que la EIA incluya un documento que resuma las
conclusiones finales "redactadas en forma sencilla".

- La autoridad ambiental deberd publicar el listado de las
EIA presentadas (art. 17).

- Los habitantes de la Provincia podréan solicitar las EIA
presentadas, y todos los interesados en dar opinidn, sobre
el impactd ambiental de un proyecto sometido a E.I:A podran
formular sus observaciones ante la autoridad ambiental
(art. 1).

- La autbridad ambiental ceberéa responder esas
observaciones antes de emitir la DIA (art. 1).

- La autoridad ambiental debefé publicar er‘Cbnteﬁido de
las DIA (art:l7) y remitir una copia al Sistema Provincial

de Informacidén Ambiental que crea la ley (art. 21).

6. La discusidén publica de la E.I.A.
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Un Jjuez norteamericano sostuvo Que un importante objetivo
del sistema de.discusién publica de las E.I.A. es permitir
a los opositores de un determinado proyecto “desahogarse",
déndoles -ademéas- la sensacién de que sus objeciones han
sido consideradas.

Es, sin duda, una concepcidén limitada. Como vimos, la ley
11.723 prevé que ' la autoridad debe responder las:
"bbserﬁaciones fundadas" que formulen los interesados. En
este punto, surge la cuestidén acerca del alcance del
proceso de discusidn y debate de la EIA a la luz de la
nueva norma. ¢Deberd la autoridad de aplicacidén recibir
cualquier ponencia u observacidén? ;Qué quiere deci; la ley
cuando expresa que la autbridad debe responder a las
observaciones "fundadas"?

La Corte Suprema de los EE.UU. sefiald dos ideas importantes

para ayudar a deslindar la cuestidén. La primera es que los

"procedimiento§ administrativos no deben transformarse, en .

un juego o en un foro para practicar un obstruccionismo

injustificado, hnaciendo referencia oscura y criptica =&

i

‘temas que se alega que "deberian" ser tenidos en cuenta por

la autoridad".
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La segunda es que la autoridad sélo estéa obiigada a atender

a los comentarios del publico, cuando son “suficientemente

'significativos, como para superar el umbral del requisito

de sustancialidad", agregardo que "no es suficiente con que
simplemente se. limiten a ménifestar que se habria cometido
un error, sino que deben mostrar cémo el error podria tener
trascendencia en el resultado".

Por nuestré parte, creemos dque si la ‘obsérvacién no es
futil, la autoridad debe hacerse cargo de ella,
incorporéandola al proceso de formacién de la decisién
administrativa.

Ello no significa, por supuesto, que la autoriaad .este
obligada'a plegarse & las- observaciones, cualquiera sea su
mérito. Si esta obligada a darles consideracién sustancial,

no meramente formal. k

7. las -audiencias piblicas y la E.I.A.

Otro mecanisme de participacién ébmunitaria es el de las
audiencias publicas, que elart.i8 ley 11.723 prevé en el_
proceso gque conduce a la emisién de las Declaraciones de

Impacto Ambiental.
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La norma faculta a 1la autoridad de aplicacidén que debe
emitir la D.I.A. a convocar  a audiencia publica para
recibir las observaciones de los interesados en dar opinién
éobré el impacto ambiental del proyecto.

Debe advertirse que los interesados podran formular sus
Observaciones y la autoridad debera responderlas, en 1los
términos gque arriba analizamos, aunque no convoque a

audiencia publica.

8: El1 sistema provincial de informacidn ambiental.

Uno de los aspectbs mas importantes de 1la ley en examen en
lo que ‘hace al dereché a la, Informacidn ambient;l es la
creacién del denominado Sisﬁéma Provincial de Informacidn
Ambiental (SPIA) (arts. 2/28 y concordantes).

El1 SPIA éonstituye, en la economia de la ley, uno de 1los
"Instrumen?os de la Politica Ambiental". La responsabilicad

del instrumento le corresponde al - Poder Ejecutivo

Provincial.

£l SPIA debera reunir toda la -lnformaciOn_ existente en

materia ambiental proveniente del sector publico y privad»,
y constituird una base de datcs interdisciplinaria

accesible a la consulta de todo acuel que lo solicite (art.

9]-
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27). Se organizard vy mantendré actualizado con datos

- fisicos, econdémicos, sociales, legales vy todos aquéllos

vinculados a los recursos naturales vy al ambiente en
general (art. 28).

Las entidades oficiales, quedan obligadas a suministrar a
las personés fisicas o juridicas, publicas o privadas, que
asi lo soliciten, 1la informacién de que dispongan en
materia de medio ambiente, récursos naturales y de las
declaraciones de impacto ambiental (DIA) emitidas por 1la
autoridad competente.

Si bien la idea del SPIA es un banco centralizado, también
dispone elvart. 21, segunda parte, gque la reparticién en
qué fue emitida 1la DIA debe ponerla a disposicién de
cualquier habitante de la provincia de Buenos Aires que
quiera consultarla.

En cuanto a la incorporacidén al SPIA de las DIA emitidas
por la autoridad ambiental,mgpseryamoa gue ya antes de 1la

ley marco, el régimen de radicacidénl industrial de la ley

11.459 previéd la creacidén de un Registro Especial de los

Certificados de Aptitud Ambiental (C.A.A.) que expidiera la.

autoridad de aplicacién competente.

-Q2.
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Por otra parte, diversas disposiciocnes de la ley marco
configuran una loable politica de relevamiento del ambiente

Yy recursos naturales provinciales.

A MODO DE SINTESIS: LAS CUESTIONES REFERIDAS A LA
PROBLEMATICA LOCAL.

En nuestro pals la extensidén del territorio én funcidn de
su escasa poblecidén, permitid y seguirad permitiendo por
algunos afios mas, una conducta ciudadana desaprensiva con
el medio ambiente que todo lo ha tolerado por su agundancia
y capacidad de reciclado natural. Empero ello ha impedido
la formacidn de una cultura proteccionista dado que es mas

facil depredar cue conservar, maxime cuando hay mucho para

gastar aun.

Aun asi las leyes referidas obligarédn a redefinir estas

circunstancias, lo cual en los ultimos tiempos se ve

robustecido por la timide presencia de édreas

gubernamentales especificas v la mas delicada accidn de los

conservacionistas y las:ONG.
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La idea de gestidn supone una conducta de administracién,
de utilizacidén de los recursos existentes para algun fin
determinado.

Llevando esto ; la operatividad en materia ambiental, por
su vastedad e implicancias, tenemos gque comenzar a pensar
en los siguientes rubros, conceptos, ideas deberes o como
se ios quiera llamar, sin que la enunciacidén puede
presupoﬁer una estricta primacia o© un caréacter taxativo,
atenta la interdependencia y necesario equilibrio del
conjunto:

a) Estrategias; b) Planificacidén; c¢) Procedimientos; -d)
Pautas; e) Controles; f) Estudios de Impacto Ambiental; g)
Informacidédn; h) Participacidn publica y privada; 1)
Educacién; Jj) Incentivos; k) Legitimacidédn; 1) Organizaciédn
institucional adecuada; m) Revalorizacién de la £radicién %
conocimieﬁtos ancestrales de la relacidén del hompre con el
medio.

Y en este punto, puesto en accidén, debs ser administrado,
gestionado con inteligencia vy equilibrio para poder obtener‘

un desarrollo sustentable.
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TERCERA PARTE

GESTION AMBIENTAL PUBLICA Y PRIVADA

l1.- La gestidén ambiental desdé el estado.

A partir de la década del 70 comenzdé a delinearse la
instituciocnalizacién de 1la teméfica ambiental, tanto a
nivel nacional, como provincial y municipal. Recién en el
ano 1973, a nivel nacional, comenzaron a crearse los
0organismos especializados en gestidén ambiental, a
instancias de las recomendaciones de la Conferencia Mundial
de Medio Ambiente de la Naciones .Unidas, realizada en
Estocolmo en el afio 1972.

Anteriormente, 1las cuestiones ambientales eran atendidas
por diferentes 6rganismos v con diversos enfoques. Por
ejemplo, la gestién ambiental del ordenamiento urbano se

!
atendia desde oficinas ‘de planificacién fisica; la gestidn

de la infraestructura bésica desde oficinas de ingenieria

sanitaria o higiene publica; la gestidén de la conservacién

del patrimonio natural desde la Administracidén de Parques
Nacionales y la gestidén de los restantes recursos naturales

desde una Optica productivista situada en los organismos
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especificos (Secretaria de Agricultura, Ganaderia y Pesca,
Secfetaria de Recursos Hidricos). La Secretaria de Recursos
Naturales y Ambiente Humano (SERNAH) creada en el afio 1973
e Vincluida como Secretaria de estado en el éambito del
Ministerio de Economia, fue el primer organismo que
repreéénté el perfil institucional de la Administracién
Nacional desde el punto de vista de la temdtica ambiental.
En la década del noventa se realiza un profundo cambio en
el rol del estado dentro del contexto socio-econémico. A
partir de la «crisis del modelo estado céntrico, se
replanted un accionar tendiente a desempefiar las funciones
esenciales de contralor, al tiempo que se .incofporé la
necesidad de abordar la responsabilidad por la gestidn
ambiental.

Desde la Optica estatal existen dos aspectos diferenciados
de la gestidn ambiental. Ambos enfrentan desafios
considerébléé para poder lograr éxitos firmes en 1la
aplicacidén de las Politicas de gestidédn ambiental publica.
E1 primer aspecto, se refiere a la gestidén ambiental desde
el estado hacié la sdciedad, hacia el universo de actores
socilales regulédos a partir de las facultades o potestades:

de policia inherentes a la funcidén estatal. El1 desafio
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fundamental surge de 1la necesidad de crearwy.administrar
los regimenes regulatorios ambientales, inexistentes hace
unos afios de Zla organizacidén estatal, al menos en el
sentido integrador y holistico propio de la moderna nocidn
de gestidén ambiental. Esta tiene sus comienzos con la
creacidén de regimenes normativos especificos en la
postguerra y como respuesta a la degradacidén del entorno

causados por afios de industrializacidédn. Previamente, a esta

visdn 1integradora y especificamente ambiental, 1las

Politicas -publicas estaban orientadas hacia la tutela de’

algunos recursos naturales en particular. La elaboracidén de

este entramado juridico - institucional no ha sido una

tarea sencilla, en particular para los paises
subdesarrollados, signados por 1las serias limitaciones

presupuestarias que restringen sus capacidades operativas vy
que deben afrontar otros &mbitos o sectores percibidos como

prioritarios.

El segundo aspecto surge de la toma_de conciencia en los

ambitos decisorios interncs y se refiere a la incorporacién

de la gestidén ambiental intra - institucional, en el seno
del propio estado. Este aspecto es quizéds el gue més ha

pasado . desapercibido, al menos en la Argentina.
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Probéblemente, los esfuerzos institucionales " se
concentraron en elaborar marcos normativos para la
proteccién ambiental aplicables al sector privado y & la
sociedad y menospreciaron los compromisos ambientales del
propio estado. Este segundo aspecto, es de suma importanéia
debido 'a que la incorporacién de principios de gestidn
ambiental a la actividad estatal posee un alto wvalor

simb6lico frente al conjunto de los actores sociales:

. resulta contradictorio predicar un desarrollo sostenible

sin mostrar actitudes de gestidén ambiental en el seno de:

la actividad publica.

2.- La gestién ambiental intramuros.

Hasta aqui hemos abordado la cuestién institucional de 1la
gestidn émbiental‘desde el estado hacia la sociedad y 1los
administrédos. Ekiste, sin embargo, un Iimportante espacio
gque hace a 1la mejor gestién_ émbiental desde el propio
estado; 'ia coqrdinacién entre los diversos organismos
sectoriales que, dada la naturaleza transversal de las

cuestiones ambientales, abarca més de un ambito dentro del

organigrama vigente.
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En general, se: recalca la importancia de la coordinacidn
transversal pero la légica histérica de la gestién publica
muestra una realidad de comportamientos estancos con
escasos vascs comunicantes ' entre si. Un ejemplo
paradigmatico de la gestién urbaﬁa moderna puede ser
ilustrativo este ejemplo: el caso del transporte vy la
articulacién de Politicas sectoriales con los objetivos
tendientes a asegurar una mayor calidad de aire y reduccién
de emisiones gaseosas. En la Argentina ha sido muy dificil
articular tareas coordinadas entre los organismos
sectoriales con las reparticiones ambientales encargadas
de custodiar por la calidad de aire o el control de las
emisiones.

La eliminacién o disminucién de estos comportamientos
estancos quizas sea el desafio mas importante a realizar.
Si la concepcién del desarrollo sustentable se instala como
paradigma cultural dominante en este siglo, el vtrabajo
transversal serd un regquisito sine gqua non pafa el
funcionamientc de la gestidén ambiental del estado.

Por otro lado, el estado deberé‘ aplicér ~Politicas de
gestidén ambiental, no solo como forma de lograr eficiencias

concretas sinc también, comc modo de educar.
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Uno de los aspectos més importantes y de acuerdo a las
normas ambientales vigentes en los paises de la Unién
Europea o en América del Norte, contienen garantias
respecto a la participacidén publica en los procesos
decisorios. La participacidén ciudadana viene asi a integrar
el esquema institucional mediante el cual gl decisor
publico adopta determinaciones en é&ambitos temdticos que a
menﬁdo se encuentran en el centro de controversias, sean
estas de naturale;a cientifica o axioldgica. Las cuestiones
ambientales sobre las gque giran muchas decisiones con
incidencia sobre el entorno fisico o social, suelen
pertenecer a categoriaé intelectuales de | dificil
resoluciodon, sin un sdélido sustento en el consenso de la
comunidad sobre la cual impactan.v Ejemplos de estos
proyectos fue el caso de la “aeroisla” o el “puenté Colonia
- Buenos Aires”, en donde 1los juicios de valor y las

percepciones publicas tienen una alta incidencia decisoria

junto a las consideraciones estrictamente técnico
econbmicas.
La participacién ciudadana puede considerarse una

herramienta dentro el procedimiento administrativo del

estado, que permite obtener el consenso y la legitimidad
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democréatica a menudo requerida para hacer viables muchos
proyectos. Esta herramienta permité lcgrar mavor eficiencia
en el procedimiento de toma de decisiones publicas,
asegura, al menos en‘ teoria, una mejor .calidad de las
mismas y reduce los niveles de conflictividad de aquellos
casos altamente politizados o controvertidos desde la
perspectiva técnica 0 cientifica.
En sintesis, las Politicas plblicas y la gestién ambiental
que lleva el estado exigen en primer término, definir las
bases sobre la cuales se sustentan. Las Politicas
ambientales requiereh un marco conceptual de elaboracién
determinado, en principio por -‘tres vértices qﬁe las
inserten en los ambitos socio-cultural, cientifico-técnico
y axioldégico. La gestidn ambiéntal depende de cémo- se
formulen las Politicas publicas de acuerdo ai esquema
senalado.

|
La formulaecidn de Politicas ambientales eficacss recuiere
de uh equilibrio armdédnico entre las tres vértices‘éeﬁaladas
y apoyarse sobre los valores incorporzdos por la sociedad,
tales como la tutela de la calidad de vida o la protsccién

de la salud humana y sobre el conocimiento cientifico que

integra la racionabilidac de las Politicas prcpuestas. E1
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marco se completa con un cuarto elemento, el de las
percepciones © sensibilidades publicas respecto de las
cuestiones particulares.

Este elemento, conformado por la opinidén publica y las
percepciones o en algunos casos preconceptos instalados en
la sociedad, reviste una importancia quizas mayor a la de
los otros vértices, dada su gravitacién al momento de tomar
decisionés. La participacién ciudadana es, quizds, una de
las claves para integrar los demé&s vértices que enmarcan y

sustentan las Politicas publicas.
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CONCLUSIONES

Del analisis efectuado, podemos concluir que:

a) La competencia en materia de dictado de normas en
materia de medio ambiente es concurrente entre la Nacién vy
las provinciés. La Nacidédn debe dictar normas que contengan
requisitos de proteccién, que configuran un minimo gque no
puede ser reducido por las provincias. Estaé, a su vez,
también pueden dictar normas de proteccidn que contengan
requisitos de proteccidén distintcs a los nacionales, en la
medida en que sus exigencias no sean inferiores a ia de las
normas nhacionales y gque se encaucen dentro de los limites
generales del poder de policia.

b) La competencia para la aplicacidén de las normas sobre
medio ambiente corresponde a las provincias respecto de
establecimientos que se encuentren dentro de su territorio.
c) El Municipio es el actor mé&s importante en materia

ambiental, va que ademés de las atribuciones que le son
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proias debe colborar con los particulares en defensa del
mediotambiente.

d) El derecho a la Informacién ambiental debe ser
garantizado mediante el suministro de informacién
“adecuada” si se desea mejorar el rol de la comunidad en
materia ambiental.

e) Un mecanismo adecuado de participacidén comunitaria es el

de las audiencias publicas en materia de EIA.
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e INTRODUCCION

1.PLANTEO DEL PROBLEMA

Las consecuencias de - la degradacidn ambiental
consistentes en la contaminacion de los acuiferos debido a
las descargas de 1los pozos ciegos} las consiguientes
enfermedades por el consumo de agua contaminada; el
inadecuado destino final de los residuos soélidos, liguidos
Yy gaseoses; laé inundaciones; la radicacién de un numero
importante de industrias sin previamente evaluar el impacto
ambiental que provocarian, el crecimiento explosivo de las
" ciudades sin planificacidn urbana vy los problemas que de
ello se derivan, tales como los dafios que provocan la
necesidéd de incrementar el transporte pablico v la pérdida
de espacios verdes, son algunas de 1las principales
preocupaciones dmbientales.

De las conclusiones v hallazgos arribados en nuestra
investigacién precedente “EL rol del estado \Y% la
participacién ciudadana ante los problemas ecoldégicos”
podémos afirmar que la contaminacion y.la no resolucidn de
muchas problematicas ambientales tienen que ver con
diferentes grados de responsabilidéd. del ‘estado, de las
organizaciones no-gubernamentales, de las empresas y de los

vecinos en general. Son éstos ultimos los gue muchas veces



asumen el' cuidado del ambiente vy, a su vez, S€ sienten
responsables del deterioro de su habitat.

Podemos afirmar que la reversidn de los problemas
ambientales es tarea de cada integrante del cuerpo social vy
de éste en su conjunto, organizadamente. Prueba del nivei
de conciencia de ello es que la ciudadania estd exigiendo
de sus ‘representantes una gestién ambiental clara vy
definida que permita enfrentar en forma eficaz los
problémas ambientales, vy canales expeditos de participacidn
en los diferentés ambitos en los cuales la comunidad
organizada pueda acclonar.

La inaccién de los estados en el tema ambiental dio
como resultado la aparicién de las organizaciones de la
sociedad civil (ONG’s) . En varios paiseé estas se encargan
de la proteccidn ambiental representando el sentimiento vy
las nécesidades de una parte importante de la.poblacién. La

funcioén de éstas deberia ser —entonces- la de controlar al

estado y no reemplazarlo en su quehacer. Los estados, en
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cambio, deberian _asumir su papel de admi \Y%
protectores del capital natural de la sociledad .

La falta de adopcién por parte del estado de politicas
preventivas esta intimamenté relacionada con el escaso

conocimiento de la problematica ambiental para llevar a

cabo una gestidén adecuada.
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La gestién ambiental es el conjunto de acciones
encaminadas a lograr la maxima racionalidad en el proceso
de decisién relativo a la conservacioéon, defensa, proteccidn
W mejora del medio ambiente, basandose en una informacidn

n de los

On

coordinada, multidisciplinar y en la participaci
ciudadanos! Por esta razdén es dificil para los espacios
publicos yf'privados responsables de la gestién. ambiental
encontrar mecanismos gue permitan cqmpatibilizar todas las
cuestiones y todas las conflictivas que el tema genera.

éor' ello se 'estd planteando un nDuevo rol de 1la
sociedad, de sus organizaciones intermedias v del estado;
éste seria ayudar a definir localmente la aplicabilidad de

un modelo de desarrollo sustentable donde lo

O

col

D

gico v 1lo
social constituyan dimensiones de una misma estrategia de
planificacidén y las definiciones politicas garanticen el
acceso a los recursos naturales a toda la poblacidn, v su
preservacién para las generaciohes futuras.

UIna mayor preocupacidén por el problema ecoldgico
generé presiones sobre el estadb para gque 1intervenga Vv
promueva la creaciodn de distintas requlaciones dque en

muchos casos pueden ser exageradamente restrictivas con el

0

fin de satisfacer las demandas de la ciudadania
A raiz de estas aproximaciones enunciadas

precedentemente, la finalidad de nuestra investigacidn es



conocer cuales son los mecanismos de gestidén publicos Yy

privados desarrollados,

specificamente, en el Partido de

]

La Matanza.

2

PLAN DE INVESTIGACION

Objetivo general

Identificar los mecanismos de gestién ambiental adoptados

por los diferentes actores sociales en el Partido de La

Matanza.

1)

Objetivos especificos

Detectar 1los problemas ambientales que motivaron VY
requirieron la intervencién de los diferentes actores

sociales privados y publicos.

" Definir los distintos roles y responsabilidades de los

organismos de competencia nacional, provincial v
muﬁicipal en relaclidn a ]é Qestién ambiental.
Conocer los diferentes modos de participacidn soclial
anﬁe los problemas ambientales frente a los 0rganismos
gubernamentales.

Describir los modos de remediacion de los conflictos

ambientales.



1)

N

Higétesis

Los individuos y grupos al experimentar el deterioro de
su calidad de wvida reclaman la intervencién de 1los
organismos publicos.

La superposicién de competencila estatales en temas
ambientales dificulta la gestidn ambiental \Y la

resolucién de los conflictos.

3) La escasa informaciéon vy educacidn ambiental de los

responsables de la toma de decisiéon impide articular

estrategias de gestion adecuadas.

4) La falta de una sistematizacién de los datos aplicables
a un diagnodstico regional v la falta de divulgacién.de
los mimos constituyen un obstaculo para la adecuada
geétién ambiental.

Variables

Gestién ambiental _  control de gestidén - educacion

ambiéntal - sisfema de informacidn - mecanismos de accibén -

problema ambiental - diagnéstico ambiental - calidad de

vida - responsabilidad publica .
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Palabras claves

Gestién - mecanismos - control - conflicto- rarticipacidn -

factores sociales .

Metodologia

Se trata de wuna investigacidén cientifica social de
tipo basica y aplicada gue pretende comprender vy describir
los mecanismos de gestidén de los organismos gubernamentales
\Y la participacién ciudadana ante la problematica
ambiental. Para tal fin nuestra unidad de anélisis estara
constituida por actitudes y comportamientos que requirieron
O provocaron la intervencién gubernaméntal en el ambito del
-partido de la métanza durante el periodo comprendido entre
los afos 1997-2001. Es una investigacidn miCrosociolégica
cuya fuente primaria son los datos extraidos a partir de la
informacién suministrada por los funcionarios publicos \%
los 1lideres barriales v documentos referidos al tema,
(politicas).

Finalmente es necesario indicar que este trabajo queda
encuadrado dentro de las investigaciones descriptivas v

explicativas que medirad variables v - ademés pretende



determinar y analizar los demds fendémenos que inciden en la

gestidn ambiental.

Etapas

Primera etapa

1.- Elaboracidén del marco tedrico.
2.- Analisis de problematicas ambientales que impulsaron o
requirieron la intervencidén publica o privada.

Duracidn: 9 meses

o
{

Seguhda etapa

1.- Relevamiento de planes de gestidn ambiental
desérrollados en el Partido de La Matanza.

2.~ Procesamiento de la informacidén, analisis \
confrontacidén con el marco tedrico.

Duracidn: 12 meses

Tercera etapa

O

1.- Redaccidédn del informe final.

Duracidén: 3 meses



PRIMERA PARTE
POLITICAS AMBTIENTALES APLICARLES A 1.08 PROBLEMAS

SUBYACENTES

N

1.- Ei problema ambiental: Propuestas de accidn

Frente al problema.ambiental encontramos dos sectores
interesados en resolverlo, unc, aquellos estudiosos sobre
el ftema que toman al problema como algo ‘objetivp qUe
utilizan como propuestas, estudios de investigacién v
estadisticas al respecto dque, llevado a los ambitos de

poder, esperan ser aceptados en algun momento politico-

econémico posible de ser resuelto.

El otro sector mucho mas comprometido con.el tema es
el de aquellos individuos que padecen alguna probleméatica,
que es viﬁida por estos individuos; los_ hechos que se
desprenden de esas ;situacioneg son referidos a su
valoracidn y sus conclusiones son negativas, de reprobacién
Yy con dran malestar. Por ejemplo ai estar en una situacién
de contaminacidn, las personas se enfrentan con una parte
de un problema mayor, que es el‘ cuidado general del

ambiente.
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Dichos sectores se encuentran, muchas veces, exigiendo
cambios politicos vy cientifico-técnico-juridicos, desde
distintos lugares pero queriendo alcanzar un mismo fin, la
concientizacién de que los problemas ambientales nos
afectan a todos.

El tema ecoldgico es un corte transversal a la vida en
sociedéd porque implica introducirse también, en cuestiones
inminentémente juridicas y econdmicas, por ello dicho
problema debe ser planteado, estructurado de manera que sea
guberﬂamental y socialmente abordable. Se requiere de
principios de accidn voluntarios para lograr ecoéficiencia
en los compromisos asumidos.

Laé razones de productividad prevélecen sobre la
dignidad del individuo, evaluadas desde los comportamientos
contaminantes, y los intereses econémicos se anteponen al
bien comin del conijunto de la sociedad.

“Mientras usted se gueda en su casa mirando el “el
gran hermano”; estéd mirando la vida dé otros, v mientras
tanto al “gran hermano” real va 1o ﬁiene'instalado frente a
su casa. Esta ahi en el predio, observando hasta doénde
reéiste el pueblo. Y cuando golpee su puerta no sera “el
sodero de su vida” sino una multinacional que cambiara para
siempre nuestra vida barrial. Entonces nosotros tendremos

que pedirle permiso a ellos, para salir, para jugar, para
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respirar.f Este parrafo reza en el ejemplar N° 5, del afio
2, del peridédico semanal PUERTO VERDE, de 1la Comisidn
Vecinal de Tres de Febrero. |

Por ello, la participacién de la ciludadania frente a
las problemdticas que la afectan, logrard una mavor
preocupacién por el ambiente, generando presiones sobre el
estado para gque intervenga vy promueva la creacidn de
distintas regulaciones que en muchos éasosvpueden parecer
exageradamente restrictivas al momento de -satisfacer las
demandas.

La discusién  publica de los temas ambientales
incrementa la conciencia social vy permite una mayor
participacién de la comunidad en la toma de decisiones en
esta materia. Si bien la participacién no es facil de
alcanzar,‘cuando se logra, los resultaios que se obtienen
efectivos.

Fn forma creciente ha comenzado a uftilizarse 1a
informacién como instrumento de regulacidn ambiental, 1los
consumidores, de esta manera( reclaman bienes mas acordes
con el cuidado del medio ambiente. El caracter de los datos
que Sé divulgan puede ser tanto negativos (divulgacidn de
listas de empresas contaminantes), como positivos

(divulgacidn de acciones voluntarias por

3

arte de empresa

o

19}

para reducir la contaminaciédn). Esto hace que las empresas
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se vean expuestas a la presiéon de los consumidores vy de los
grupos ambientalistas con lo cual adoptan voluntariamente

+itudes de cuidado con el amhiente.

3]
ot

[

Este sistema sufre de algunos inconvenientes como el
de la credibilidad de la informacioéon divulgada, lo cual
esta intimamente relacionado con la calidad institucional
del  organismo encargado de hacerlo. Ademas, el estado
pierdé el control sobre el niVel de contaminacidén el cual
depéndera de la conciencia ambiental que tengan los
consumidores.

Frente a 1los problemas ambientales contemporaneos,
aparte de las propuestas Yya enunciadas como toma de
conciencia v participacién para el logro de cambios
ecoeficientes, se mantiene siempre vigente la propuesta de

educacién sobre el tema para acompaiar los proce - de

9}

Q
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transformaciédn social vy aportat los instrumentos para
reproducir vy difundir nuevas formas de pensamlento
promoviendo nuevos comportamientos. Los distintos
orqanishds, que tienen en su competencia la responsabilidad
de la educacién y la capacitacién, intentan a través de
distintas acciones elaborar v ejecutar. estrategias que
contribuyen a la formacién ambiental. Se tiene en cuenta
que los medios de comunicacidén favorecen en grén medida la

sensibilidad de la sociedad con respecto a los problemas
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ambientales, pero esto no alcanza  pues la simple
informacion que se transmite no logra una buena gestidn

ambiental. Es necesario profundizar la comprensidén

=

acerca

de esta realidad desde sus aspectos bioldgicos, econdémicos,

W

v socioculturales; establecer los ndamentos para reforzar

una conciencia y ética medicambiental; fortalecer 1la
capacidad cientifica V técnica que permita afrontar las
problematicas de mejoramiento v preservacion dél entorno, Vv
revisar criticamente los esquemas de pensamiento gue
subvacen a los actuales modelos de desarrollo.

Es imprescindible la  estimulacidn de los

comportamientos responsables aunando esfuerzos para

m

todos los ciudadanos

n
M

construir una nueva cultura dond:
integren en su entorno en calidad de miembros de una
comunidad natural, y social y no como dominadeores del

ambhiente.

},_J
83
n

Bl camplio conceptual -~ ¥y actitudinal de
instituciones y de las cqmunidades que en las unltimas
décadas se viene proponiendo es muy'profundo v solo sera
posible mediante procesos, que encarados por los diferentes
actores sociales, evolucionen gradualmeﬁte hasta producir
un salto cualitativo.

La educacién ambiental sirve para concebir de una

determinada manera al mundo, sobre ella recae la difusidn vy
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el trabajo de reconocer los fenémenos de depredacidén del
medio natural y los desequilibrios soclales que
caracterizan la problematica ambiental contemporéanea.  Se

espera, como resultado de la misma, encontrar las

i}

respuestas alternativas para acompanar los procesos de
transformacién social que habran de realizarse si no se

quiere poner en juego la supervivencia de la especie.

2 .- Comprendiendo las politicas ambientales

En el &rea de politica émbiental la iLfluencia de la
ciencia ha estimulado el crecimiento de la preocupacion
social en todos los planos politicos, tanto a nivel
nacional como internacional. Pero los avances.de la ciencia
v la politica no se corresponden todavia con el progresive
desgaste y»degradacién del ambienfe‘que se estéd produciendo
en casi todas partes bajo la creciente presién de los
hombres, la demanda econdmica Y las aplicaciones
tecnolégicas. Es necesaria ~una opcidn politica para
traducir los descubiimientos de las ciencias ambientales a
politicas viables. La informacioéon cientifica, incluso en su
limitado estado actual, estd lejos de ser plenamente
utili;ada en la sociledad contempoﬁénea. A mencos que la

voluntad politica vy la racionalidad - ecoldgica  puedan
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provocar la transformacién necesaria, no por tomarlo como
un tema de moda, ni un hecho circunstancial, sino para
lograr un futurb sostenible de gran calidad en lo referente
al ambiente, y la mejor calidad de vida para los pueblos.
Las Secretarias‘de Politicas Ambientales tienen como
objetivo alentar y desarrollar medidas tendientes a mitligar
el impacto ambiental que es propio de todo proceso de
crecimiento econdémico Yy poblacional. Para ello es necesario
contarv con la colaboracién de los que saben y han
profundizado los femas, siguiendo la afirmacién_ de Mario
Bgnge “para gue -una politica sea eficaz Y :uSta es
necesario que duienes la elaborén. se hagan asesorar poOr
expertos 'y ausculten las necesidades v aspiraciones de los

interesados”.
3. - Factores de una politica ambiental efectiva

En términos generales una politica ambiental deberia
caracterizarse por ser integradora, realista v gradual,

teniendo siempre presente que los desafios que enfrentan

-

los pailses, en particular, aquellos en desarrollo, son: a)
buen uso de los recursos, b) crecimiento, c¢) politicas

sociales acordes, -d)integracidn de niveles culturales v e)

superar las peculiaridades institucionales v burocraticas.
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es prioritario, puesto que el ritmq de los problemas ma
urgentes 1o mafca la economia; mﬁy a pesar de la valoracidn
que gobernantes y la sociedad en aeneral le Qtorquen al
ambiente.

L.os problemas ambientales son reconocidos por todos,

'
{

como asi- también los . instrumentos para superarlos, sin

a

a)

embargo, el conjunto de recursos necesarios se enfrent

una serie de restricciones, sequn el grado de severidad al

i

> SOoNn

{

momento de distribuirlos. Es dificil de definir cuale
las restricciones dque enfrentan las’economias para disefar
una politica ambiental; si Dbilen la falté de voluntad
politica y social para vconservar el ecosistema podria
interpretarse como una restriccién, muchas veces lo que
tenemos en realidad es que el cuidado del ambiente no es
objetivo de politica..Creemos que, en general, a todes los
paises les interesa tenet un ambiente mejor, en particular
seria el caso de Argentina.

Constituye un caso atipicov dentro de los palises
subdesarrollados. Posee una larga tradiciéon de politicas
tendientes al cuidado del ambieﬁte, fue el tercer pals en
América en contar con un drea reservada, como son los

parques nacionales que datan de 1903.
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Concretamente, en un grado variable, toda politica
ambiental requiere la presencia de una institucién publica
capaz de establecer reglas de conductas para los
contaminadores, monitorear la performance con respecto a
las mismas y garantizar su cumplimiento. Todo esto tiene

dificultades para concretarse en los palses

9]

subdesarrollados, pues como explicabamos, antes e

priorizan aspectos de crecimiento econdmico. También los
organismos de regulacion ambiental e instituciones

complementarias (judiciales, legislativas y colectoras de

datos) son mucho mas débhiles que en los naises

—

desarrollados. En este contexto con falta de recursos

técnicos vy financieros, encontramos una dran cantidad de

le]

pequefias firmas dificiles de monitorear.

Debemos también mencionar —salvo casos aislados en

o]

alaqunos munigipiosf la escasa participacion de la comunidad
dentro dé las politicas ambientales. Un hecho liqado'a esta
dificultad es la falta de coordinacién entre el estado, la
comunidad y la escasa informacioéon destinada a orientar al
ciudadano.

Podriamos conclulr con élgunos aspectos que se pueden

tener en cuenta para la ecoeficiencia en nuestro pals en

materia de politicas amhientales:
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Dictado de una “Ley marco” que produzca un
ordenamiento normativo.

Resolver problemas de coordinacidn inter
jurisdiccional.

Mejorar la eficacia de los organismos de control de la
contaminacidn.

Fortalecer las instancias de informacidén al consumidor
y de participacidn ciudadana.

Brindar’mayor informacién sobre los resultados de los

programas ambientales.
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SEGUNDA PARTE

EL REGIMEN MUNICIPAIL ARGENTIMNO:

MATERTA AMBTENTAT

DISTRIRUCION DE COMPETEMCIAS EN

1.- El régimen municipal argentino.

En la Ley Suprema de la Nacidn se encuentran las
bhases constitucionales federales de los municipios. En la

sancién originaria de 1853 se reconocid el régimen

Presidente de la Municipalidad de la Capital Federal, en la
eleccién directa del Présidente \Y% vicepresidente de 1la
Nacidén, en el art. 81.

Las instituciones lccales fueron establecidas por
el art; 5 que, entre las condiciones fijadaé a las
provincias para el goce y ejercicio de sus autonomias,
impuso la de “asequrar el régimen municipal”. La frase no

figuraba en el Proyvecto de Alberdi vy fue incorporado al

texto constitucional por el convencional cordobés Juan del

no hubo

7

Campillo. Como en otros temas 1mportantes,
discusidén alguna v se aprobd directamente. La inexistencia
de debate origind =-a lo largo del tiempo- distintas
interpretaéiones sobre el significado de la frase, tanto en

la Jjurisprudencia, como. en la legislacidn, que fueron
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conformando un régimen local cuyo rasgo predominante es la
diversidad.

Sin embargo, existieron dos antecedentes de
singular importancia para desentranar el sentido de aquélla
normativa. En efecto, el Director Proviéorio de la
Confederacién Argentina Justo José de Urquiza dictd el 2 de

septiembre de 1852 un decreto de Organizacién de la

(]

[

Municipalidad de Buenos Aires, que segun Tomas Dieqgo
Bernard efectud un claro resumen del problema municipal, lo

definid como un instituto natural, senald el error de 1la

Q.

supresioén del Cabildo vy lo organizd como un verdadero poder
o gobierno, éobre la base de la eleccidon popular. El otro
antecedente fue la ley .del 6 de mavo de 1853, Orgénica
Municipal para la cipdad de Buénos Aires, sancionada por la
misma Convencion constituyente aue nos diera 1la
Constitucién Nacional, actuando esta vez como conqreso
Nacional. La ley siguid los lineamientos del decreto antes
citado vy fue redactado precisamente por la misma Comisidn
Redactora de la Ley Suprema.

Con respecto a nuestra interpretacidon del art. 5
consideramos:
a) qué los constituyentes sostuvieron el origen natural v

necesario del municipio, porque escribileron Y“asequrar” el

régimen municipal en vez de ‘“establecer” el mismo. Y
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asegurar es proteger algo existe o tiene derecho a

Q
ot

existir por si mismo, para due se desarrolle v viva de

acuerdo a su naturaleza.

b) Que la Constitucién impene un sistema democratico ¥y

"3

are

UJ

electivo en el régimen municipal. En efecto tigiosa
doctrina sostuvo la tesis de “la republica representativa

municipal”, que significaba que por aplicacién de los arts.

1° y 5° de 1la Constituciodn Nacional, los municipios
deberian ser verdaderos goblernos republicanos \%
representativos adecuados a sus finalidades urbanisticas.

c) Qué régimen municipal también implica la instauracidéon de
un poder publico. Ello resulta de los ©precedentes
analizados, del pensamiento alberdianc v de la legislacidn

posterior. En consécuencia siempre se reconocié  al
municipio facultades impositivas y de poder de policlia v el
consiguiente imperium. Por eso el municipio es un tercer
orden de gobierno en la federacidn argentina.
d) Oue régimen municipal significa establecimiento de
gobiernos locales. Ademas de las anteriores
nsideraciones, debemos agregar las due surgen del
analisis de los términos utilizados por el constituvente.
En tal sentido, ademas de “asequrar”, la palabra “régimen”
es una voz de origen latina que importa “lo perteneciente o

relativo al municipio”. Asi las cosas, el legislador

2
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constituyente sostuvo la politicidad' de la institucidn

local pues consagro auténticos gobiernos.

e) que en este articulo reside el fundamento uridico-

-

politico de 1la autonomia municipal. Esta cuestion es
esencial entonces para definir la naturaleza juridica de la
institucién municipal, con todas las consecuencias legales,

ello se derivan.

()

politicas e institucionales que d

o}

Dicha autoncmia puede ser de os tipos: plena,
cﬁandd cbmprende los cuatro aspectos que integran la
autonomia (institucional, politico, administrativo Y
financiero), Vv semiplena O relativa (cuando aléanza a los
aspectos pblifico, administrativo y financiero).

El aspecto institucional supone la posibilidad
del dictado por parte del municipio de su propia carta
organica. El1 aspecto politico entrana la hase popular,
electiva vy democratica de la organizacidn vy qobiermo
comunal. El_aspecto administrativo iﬁporta la posibilidad
de la prestacién de los servicios publicos y demas actoes de
administracién local, sin. interferencias de autoridad de

otro orden de gobierno. El aspecto financiero comprende la
libre creacién, recaudacién e inversion e las rentas para
satisfacer sus fines, que no son otros que el bien comin de

la sociedad local.
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Todas eStas consideraciones sientan en principio
las bhases para la independencia de los municipios de 1los
gobliernos provinciales? aun cuando a lo largo de nuestra
nistoria el debate ha sido diferente. En un informe poste-

rior, se analizarad los diferentes periodos de la historia

institucional vy la evolucién de  los municipios  COmMo

8

ritnlares de atribuciones constitucionales en materia

ambiental.
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TERCERA PARTE

GESTION AMBIENTAL PUBLICA Y PRIVADA

1.- Langestién ambiental desde el estado.

A partir de la década del 70 comenzd a delinearse la
institucioﬁalizacién de la tematica ambiental, tanto a
nivel nacional, como provincial vy municipal. Recién en el

ario 1973, a nivel nacional, comenzaron a crearse 1los

organismos especializados en gestiodn ambiental, a
instancias de las recomendaciones de la Conferencia Mundial

de Médio Ambiente de la Naciones Unidas, realizada en
Estocolmo en el afio 1972.

Anteriormente, las cuestiones ambientales eran atendidas
por diferentes organismos vy con . diversos enfoques. For

ejemplo, la. gestidn ambiental del ordenamiento urbano se

O

atendia desde oficinas de planificacién fisica; la estion

Q

de la infraestructura basica desde oficinas de ingenieria
sanitaria o higiene publica; la gestidén de la conservacién
del patrimonio natural desde la Administracidén de Parques
Nacionales v la gestién de los restantes recursos naturales
desde una 6ptica productivista situada en los organismos

especificos (Secretaria de Agricultura, Ganaderila vy Pesca,
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Secretaria de Recursos Hidricos). La Secretaria de Recursos
Naturales y Ambiente Humano (SERNAH) creada en el afio 1973
e incluida -como Secretaria de estadoe en el ambito del
Ministerio de Economia, fue el primer organismo aque

representd el perfil institucignal‘ de la Administracidn

Nacional desde el nunto de vista de la tematica ambiental.

En la década del noventa se réaliza un profundo
cambio en el rol del estado dentro del contexto socio-
econdémico. A partir de la crisis ﬁel modelo  estado
céntrico, se ré_lanteé un accionar tendiente a desempefiar
las funciones esenciales de contralor, al tiempc que se
incorpord la necesidad de abordar la responsabilidad por la
gestidn ambiental.

Desde la oOptica estatal existen dos aspectos
diferenciados de la g¢gestidn ambiental. Ambos enfrentan

desafios considerabl

D

s para poder lograr éxitos firmes en

la aplicacién de 1las .politicas de gestion ambiental

publica.
El primer aspecto, se refiere a la gestidn
ambiental desde el estado hacia la scciedad, hacia el

universo de actores sociales regulados a partir de 1la

o

facultades o potestades de policia inherentes a la funcidn

estatal. El desafio fundamental surge de la necesidad de
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Ccrear y administrar los regimenes requlatorios gz mbientales

ingxistentes‘hace unos anos de la organizacién estatal, al
mnenos en el Seﬁtido integrador Y holistico pProrio de 1la
moéerna nocion  de  gestidn ambiental. Esta tiene sus

i

regimenes normativos

D

cqéienzos con  la Creacidn d
eséecificos en  la postguerra v como respuesta a 1a
degradacién del entorno causados por anos de
1nduqtr3a11 cién. Previamente, a esta visédn integradora v
especificamente émbiental, las-.oliticas Publicas estaban
Orientadas hacia la tutela de algunds recursos naturales en

particular. Ia elaboracién de este entramado juridico -

institucional‘no ha sido una tarea Sencilla, en particular

" pPara ‘los paises . bdesarrolla S: Signados por las serias

opératlvaq A qne deben afronfar otros amlitos ¢ sectores
perCLbldos como prlorltarjos

El segundo aspecto surge de 1la tbma de conciencia
eﬂ llos Zémbités 'decisorios intefnos 1Y% se. refiere‘ a la
inéorporacién .dé. la gestidn ambiental intra ~
insﬁitucional,.én'el seno del piopio estado. Este aspecto
€S quizds el que mas ha pasado desapercjbido; al menos en
la- Argentina. Probablemente, 1os esfuerzos institucionales
se? cdncentraron en elaborar maﬁcos noermativos para 1a3

¢

broteccién ambienta] aplicables a1 sector privado Yy a la
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sociedad y menospreciaron los compromisos amhientales del

D

propio estado. Este segundo aspecto, es de suma importancia
debido a que la incorporacién de principlos de gestidn
ambiental a la actividad estatal posee un alto valor
simb6lico frente al conjunte de los actores sociales:
resulta contradictorio predicar un desarrollo sostenible
sin mostrar actitudes de gestidn ambiental en el seno de

la actividad publica.
2.- La gestidédn ambiental intramuros.

Hasta . aquil hemos abordado la cuestidn
institucional de la gestién ambiental desde el estado hacia
la sociedad y los administrados.'Existe, sin embargo, un
importante espacio que hace a la mejor gestion ambilental
desde el propio estado: la Coordiﬁacién entre los diversos
organismos sectoriales que, dada la naturaleza transversal
de las cuestiones ambientales, abarca mas de un ambito
dentro del organigrama vigente.

En general, se reéalca la importancia de 1la
coordinacidon transQersal prero la léqicé histérica de 1la
gestién publica muestra una realidad de comportamientos

estancos con escas0s  vVasoes comunicantes entre si. Un

9]
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ejemplo paradigmatico de la qge



ser ilustrativo este ejemplo: el caso del transporte y la

articulacién de politicas sectoriales con los objetivos

tendientes a asegurar una mayor calidad de aire y reduccidn
de emisiones gaseosas. En la Argentina ha sidQ muy dificil
articular tareas coordinadas entre los organismos
sectoriales con las reparticiones ambientales encargadas
de custodiar por la calidad de aire o el control de las
emisiones.

La eliminacidn o disminucidn de estos
comportamientos estancos quizas sea el desafio méas
importante a realizar. Si la concepcidn del desarrollo
sustentable se instala coﬁo paradigma cultural dominante en
este siglo, el trabajo transversal serd un requisito sine

qua non para el funcicnamiento de la gestidn ambiental del

estado.

D

Por otro lado, el estado debera aplicar politicas
de gestién ambiental, no solo como forma de lograr

eficiencias concretas sino tambhién, como modo de educar.

Uno de los aspectos mas importantes y de acuerdo

a las normas ambientales vigentes en los pailses de la Unidn

s

ia

n

Furopea o en América del Norte, contienen garan
respecto a - la participacién publica en los procesos

decisorios. La participaciédn cindadana viene asl a inte
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el esquéma institucional mediante el cual el decisor
pﬁbliéo adopta determinaciones en ambitos tematicos que a
menudo se encuentran en el centro de controversias, sean
estas de naturaleza cientifica o axioldgica. Las cuestiones
ambientales sobre 1las que giran muchas decisiones con

incidencia sobre el entorno fisico o social, suelen

pertenecer a categorias intelectuales de dificil

resolucidn, sin un so6lido sustento en el consenso de 1la
comunidad scbre la cual impactan. Ejemplos de estos

provectos fue el caso de la ” o el “puente Colonia
- Buenos Aires”, en donde los Jjuicios de valor vy las

percepciones piliblicas tienen una alta incidencia decisoria
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Jjunto a las consideraciones

econdémicas.

La participacidn ciudadana puede considerarse una
herramienta dentro el pfocedimiento administrativo del
estado, qué permite ohtener el consenseo v la legitimidad
democratica a menudo requerida para hacer viables muchos

proyectos. Esta herramienta permite lograr mayor eficiencia

2

en el procedimiento de toma de ecisiones publicas,
asegura, al menos en teoria, una mejor alidad de las

mismas v reduce los niveles de conflictividad de aquellos
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casos altamente politizados o  controvertidos d
perspectiva técnica o cientifica.
En sintesis, las politicas publicas y la gestidn
ambiental que 1lleva el estado exigen en primer término,
definir las bases sobre la cuales se sustentan. Lés
politicas ambientales requieren un marco conceptual de
elaboracidén determinado, en principio por tres vértices que
las ihserten en los Ambitos socio-cultural, cientifico-
técnicé y axicldgico. La gestidon ambiental depende de cédmo
se formulen las politicas publicasnde acuerdo al esqguema
seflalado.

La formulacidén de politicas ambientalvs eficaces

requiere de un equilibrio arménico entre las tres vértices

sefialadas y apoyarse sobre los valores incorporados por la

sociedad, tales como la tutela de la calidad de vida o la
proteécién de la salud humana vy sobre el conocimiento
cientifico que integta la racionabilidad de las politicas
propuéstas} El marco se completa con un cuarto elemento, el
de las ﬁércepciones 0 sensibilidades publicas respecto de
las cuestiones particulares,

Este elemento, conformadb por la opinién publica
y las percepciones o en algunos casoé preconceptos
instalados en la sociedad, reviste una importancia quizéas

mayor a la de los otros vértices, dada su gravitacidn al
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momento de

tomar decisiones. La
aguizas,

participacién ciudadana es,
una de las claves para inteqrar

los demas vértices
que enmarcan y sustentan las politicas

publicas.
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